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El presente Informe Jurídico analiza un proceso civil de Indemnización por Daños 

y Perjuicios, el mismo que inicio con la interposición de la demanda sobre 

indemnización por responsabilidad contractual por la ciudadana Martha Paulina 

Infante Beingolea en contra de la Universidad Nacional San Cristobal de 

Huamanga. La demandante solicito se cumpla con abonarle la suma de S/. 

250,000.00 (Doscientos Cincuenta Mil y 00/100 Soles) como monto resarcitorio 

debido al cumplimiento tardío de la obligación de promoción de categoría. Por 

su parte, la demandada señaló que actúo en cumplimiento de lo establecido en 

los instrumentos normativos de la Universidad, lo que no podría acarrear algún 

tipo de sanción, por otro lado, indicó que no existiría algún incumplimiento 

contractual, en ese sentido, el pedido de la demandante debe ser declarado 

infundado. El expediente analizado contiene materias jurídicas relevantes, tales 

como: obligaciones, contratos, responsabilidad civil, entre otros. En una primera 

instancia el Juzgado Especializado en lo Civil de Huamanga, resolvió declarar 

improcedente la demanda, ya que, lo actos fueron efectuados por el Consejo de 

la Universidad, en ese sentido, la demanda debió ser interpuesta contra dicho 

órgano administrativo, siendo que la Universidad no tendría legitimidad para 

obrar pasiva. No contenta con ese dictamen la demandante presentó un Recurso 

de Apelación, el mismo que fue resuelto por la Sala Civil de Huamanga 

señalando que el fallo del Segundo Juzgado es Nulo por no haber desarrollado 

fundamentos de fondo, por lo tanto se devolvió el expediente al A quo, 

emitiéndose una nueva sentencia mediante la cual se declaró fundado el pedido 

de la recurrente, no obstante, al no haber acreditado los daños sufridos, dicho 

órgano jurisdiccional le otorgo una reparación menor a la solicitada, la misma 

que fue impugnada por la demandante y por la demandada, siendo ello así, la 

Sala Civil de Huamanga confirmó en parte la sentencia y la reformo respecto al 

monto otorgado. La recurrente interpuso Recurso de Casación, siendo declarada 

improcedente por la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia.  
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO 

 

1.1. Demanda 

 

Mediante escrito de fecha 01 de junio de 2012, Martha Paulina Infante 

Beingolea de Zarate interpuso una demanda sobre Indemnización por 

Responsabilidad Contractual contra la Universidad de San Cristóbal de 

Huamanga (de ahora en adelante UNSCH), con la finalidad de que se le 

pague la suma de S/250,000.00 (Doscientos cincuenta mil y 00/100 soles) 

consistente en la suma de: 

- Daño emergente: S/10,000.00 

- Lucro cesante: S/14,124.24 

- Daño moral: S/100,000.00 

- Daño a la persona: S/100,000.00 

- Daño al proyecto de vida: S/25,875.76 

        

       Fundamentos de hecho: 

 

- Que, en su condición de Docente Auxiliar a dedicación exclusiva 

nombrada en la Facultad de Obstetricia de la Universidad Nacional de 

San Cristóbal de Huamanga, y con la finalidad de logar su categorización 

sustentó el trabajo de investigación titulado: “Grado de Satisfacción de 

Usuarios del Seguro Integral de Salud en el Hospital Regional de 

Ayacucho Enero – Diciembre 2002”, siendo aprobado por unanimidad 

conforme se advierte de la Constancia expedida por la Coordinadora del 

Instituto de Investigación de la Facultad de Obstetricia de la mencionada 

Universidad. 

- Siendo que al haberse aprobado por unanimidad su trabajo y cumpliendo 

con los requisitos de ley, la recurrente solicitó su promoción a la categoría 

de profesor asociado, por lo que, con fecha 23 de octubre de 2006 

presentó la solicitud de promoción de categoría ante el Rectorado de 

dicha Universidad, es así que con fecha 16 de mayo de 2007 los 

miembros del Consejo de Facultad aprobaron por unanimidad proponer 

el cambio de categorización de la suscrita adscrita al Departamento 

Académico de Obstetricia de profesora auxiliar a dedicación exclusiva a 

Profesora Asociada a Dedicación Exclusiva, además se dispuso elevar la 

resolución al Vicerrectorado Académico para su conocimiento. 

- Al haber tomado conocimiento que en sesión de Consejo Universitario de 

fecha 22 de julio de 2008 se observó la promoción de categoría de 

Profesor Auxiliar a Profesor Asociado porque supuestamente no se había 

acreditado el Trabajo de Investigación presentó carta aclaratoria 

explicando la existencia del documento que acredita el Trabajo de 
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Investigación, adjuntando el anillado del trabajo, así como el Acta de 

Sustentación, por lo que solicitó la reconsideración respectiva. 

- Por lo que, habiendo observado la promoción de su categorización se 

devolvió el expediente a la Decana de la Facultad de Obstetricia, la cual 

a su vez remitió el expediente al Rector de la UNSCH. 

- Ante la demora en la promoción de categorización la demandante solicitó 

opinión legal al Colegio de Abogados de Ayacucho y previa verificación 

de los documentos se emitió un informe mediante el cual se le señala que 

se encuentra apta para ser promovida de Docente Auxiliar a Profesora 

Asociada al reunir los requisitos de ley, y ante la inercia de la autoridad 

universitaria de resolver la promoción de categoría solicitó la intervención 

de la Fiscalía Especial de Prevención del delito de la ciudad, la cual ha 

exhortado al Rector de la UNSCH adopte las medidas con la urgencia del 

caso. 

- A pesar de que ha cumplido con los requisitos para ser promovida de 

categoría se emitió la Resolución de Consejo Universitario N° 694-2008-

UNSCH-CU con fecha 17 de diciembre de 2008, promoviendo a 11 

docentes de diferentes facultades a la categoría de Profesor Asociado 

por el período de ley desde el 01 de agosto de 2008 y en lo económico 

desde el 01 de enero de 2009. Asimismo, se hizo alusión a la Facultad 

de Obstetricia señalando que se ha cumplido con la evaluación de los 

expedientes de promoción presentados por los docentes; sin embargo, 

pese a ello no se ha promovido a docente alguno de esta facultad. 

- Ante las observaciones reiteradas de promoción de categoría del 

Consejo Universitario, la Jefe del Departamento de Obstetricia, luego del 

análisis acordó por unanimidad de votos ratificar su promoción y devolvió 

el expediente de promoción a la Decana de la Facultad de Obstetricia. 

- Posteriormente, mediante Memorando N° 022-2009-FOB de fecha 26 de 

enero de 2009, la Decana de la Facultad de Obstetricia remite el 

expediente de Promoción al Rector de la UNSCH y el expediente ha sido 

remitido a la Oficina General de Asesoría Jurídica para opinión legal, la 

cual concluye expresando que el Departamento Académico de Obstétrica 

se pronuncie conforme a la disposición del Consejo Universitario bajo 

responsabilidad, mediante la Opinión Legal N° 027-200-OGAJ-UNSCH, 

de cuyo documento se tiene que la petición de promoción de categoría 

se ha efectuado con fecha 26 de octubre de 2006 y en el que se detalla 

las observaciones innecesarios del que he sido víctima de parte del 

Consejo Universitario. 

- El Jefe de Departamento Académico de Obstetricia emite informe con 

fecha 11 de mayo de 2009 a la Decana, mediante el cual a la recurrente 

se la ratifica por unanimidad en la promoción de categoría por haber 

cumplido con las normas y otras disposiciones que señala el reglamento 

general de la UNSCH, solicitando se eleve el expediente a la instancia 

correspondiente para su tratamiento. 
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- Remitido su expediente al Vicerrector Académico se informó que la 

demandante sí acreditó con una certificación de la Oficina de 

Investigación de haber participado como responsable en el trabajo de 

investigación, “Grado de Satisfacción de Usuarias del Seguro Integral en 

el Hospital Regional de Ayacucho – 2002”, contando con una constancia 

de haber sido aprobada por unanimidad; asimismo, la Decana de la 

Facultad de Obstetricia ha cumplido con alcanzar el trabajo de 

investigación en el expediente de promoción, así como elevó el 

expediente de promoción para su conocimiento y puesta a consideración 

del Consejo Universitario. 

- No obstante la información favorable emitida por el Vicerrector 

Académico se remitió el expediente a la Oficina General de Asesoría 

Jurídica para el estudio y análisis de lo actuado y formule el dictamen 

correspondiente, lo cual se hizo con fecha 28 de agosto de 2009 

(Dictamen Jurídico N° 250-2009-OGAJ-UNSCH) en la que se concluyó 

que se declare improcedente la promoción por supuestamente no cumplir 

con el requisito del Dictamen favorable del Instituto de Investigaciones y 

no cumplir con el requisito de la Sustentación ante el Pleno del Instituto 

de Investigación, así como que se declare nulo el acta de sesión 

extraordinaria del 20 de octubre de 2006. 

- Ante lo resuelto, la recurrente interpuso Recurso de Revisión ante la 

Asamblea Nacional de Rectores, siendo que esta entidad declaró 

fundado el recurso disponiendo que la UNSCH determine que el órgano 

de gobierno proceda a pronunciarse en forma expresa sobre la solicitud 

de promoción formulada, dando cuenta al colegiado sobre el resultado 

final de dicho pronunciamiento. 

- En cumplimiento de ello se emitió la Resolución de Consejo Universitario 

N° 403-2010-UNSCH-CU de fecha 13 de mayo de 2010, mediante la cual 

se resolvió promoverla a la categoría de profesora asociada a dedicación 

exclusiva por el período de ley y económico a partir del 28 de abril de 

2010. 

- Al no encontrarse conforme interpuso nuevamente Recurso de Revisión, 

el cual fue declarado fundado y se dispuso que la UNSCH compute para 

efectos de antigüedad en la docencia el ascenso dispuesto a la categoría 

de profesora asociada a partir del 01 de enero de 2009. 

- Pese a ello, hasta la fecha de interposición de la demanda no se emitió 

dicho acto administrativo, con fecha 20 de mayo de 2011 la demandante 

cursó una carta notarial sin recibir ninguna respuesta, ocasionándole con 

ello daños de diversas índoles, pues pese a cumplir con los requisitos de 

promoción de categoría, esta no fue realizada en el periodo 

correspondiente sin mediar justificación alguna. 

- Se le ha causado daños de naturaleza patrimonial como el daño 

emergente, pues durante 04 años se ha extraído de su patrimonio una 

utilizado además de haber tenido que realizar diferentes diligencias para 
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hacer cumplir sus derechos, por lo que cuantifica ello en S/10,000.00 

nuevos soles. 

- Respecto al lucro cesante, señala que ello se encuentra justificado por 

haber sido postergada en su derecho de promoción de categoría, debido 

a observaciones injustificadas que ha traído como consecuencia 

desmedro en sus remuneraciones pues ha dejado de percibir la suma de 

S/948.40 soles desde el 01 de enero de 2009 hasta el 31 de diciembre 

de 2010 por lo que le corresponde la suma de S/14,124.24 soles. 

- En cuanto al daño extrapatrimonial precisa que se le ha causado daño 

moral por el retardo de la promoción de categoría, lo cual le ha producido 

dolor y aflicción, lo cual cuantifica en S/100,000.00 soles. 

- Respecto al daño al proyecto de vida precisa que con el retardo de 

promoción de categoría se ha postergado su proyección al futuro, por lo 

que estima ello en S/25,875.66 soles. 

 

1.2. Calificación de la demanda 

 

Mediante resolución de fecha 05 de junio de 2012, el Segundo Juzgado Civil 

declara inadmisible por cuanto: 

o Solicita se reintegre el arancel judicial por ofrecimiento de pruebas. 

o Fundamentar debidamente cada uno de los daños de los cuales 

pretende el resarcimiento económico. 

Cumplido el mandato se expidió la resolución mediante la cual se admitió a 

trámite la demanda en la vía del proceso abreviado; en consecuencia, corrió 

traslado a la parte demandada a fin de que cumpla con contestar dentro del 

plazo legal correspondiente. 

 

1.3. Contestación 

Válidamente notificada, la Universidad Nacional San Cristóbal de 

Huamanga, debidamente representada, procedió a contestar la demanda, 

solicitando que la misma sea declarada infundada. Sustentando como 

fundamentos de hecho lo siguiente: 

- La Universidad por mandato constitucional es autónoma 

académicamente, y se rige por su propio reglamento por lo que cuenta 

con su reglamento general, la misma que regula, reglamenta derechos y 

obligaciones de los docentes y alumnos, entre ellos la promoción de 

docentes. 

- Es así que dentro de sus atribuciones del Consejo Universitario observa 

la promoción de categoría de la demandante de profesor Auxiliar a 

Dedicación Exclusiva a Profesor Asociada a Dedicación Exclusiva, por 

no acreditar objetivamente el requisito de contar con dictamen del 

Instituto de Investigación de la Facultad de Obstetricia, ya que 

únicamente se adjuntó una constancia con la anotación de “ha 

sustentado ante los miembros del Instituto…”, siendo al respecto el 
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Reglamento muy claro al exigir que para el desempeño en la categoría 

de auxiliar se debe acreditar haber realizado en forma en forma personal 

por lo menos un trabajo de investigación de su especialidad o tener 

publicado o publicable un texto universitario con dictamen favorable del 

Instituto de Investigación.  

Es por ello que el Consejo Universitario acordó devolver el expediente 

administrativo a la Facultad de Obstetricia con el fin de recabar 

información necesaria de las instancias competentes, la cual no fue 

antojadiza ni arbitraria pues se actuó conforme a las atribuciones del 

Consejo Universitario que es órgano de dirección superior de promoción 

y de ejecución de la UNSCH. 

- Las observaciones se emitieron dentro del marco legal correspondiente, 

evidenciándose la falta un requisito indispensable para la promoción de 

la demandante; por tanto, una vez presentado el expediente no se acepta 

la entrega o inclusión de ningún otro documento, los expedientes son 

únicos en su procedimiento y no se pueden ir incorporando documentos 

de manera posterior. 

- Se debe tener presente que cuando el daño es consecuencia de una 

obligación voluntaria se habla de responsabilidad civil contractual, lo cual 

no se configura en este caso pues no existe contrato en el cual incumplan 

una de las cláusulas. 

- En materia de responsabilidad contractual el criterio subjetivo de 

responsabilidad desarrollado en el Código Civil es el dolo y la culpa; es 

claro que en este caso no existe un afán dañoso y doloso, únicamente se 

exigió el cumplimiento de las normas que regulan la promoción de los 

docentes. 

- La responsabilidad contractual supone una obligación concreta, 

preexisten y formada por la convención de las partes y que resulta violada 

por una de ellas, por lo que la culpa contractual es un efecto de la 

obligación; en este caso, se advierte que no reúne ninguno de los 

requisitos, por lo cual la demanda debe ser desestimada. 

- En razón a la imputabilidad precisan que en este caso el Rector actuó de 

forma legal e imparcial únicamente cumpliendo y hacer cumplir lo 

estipulado en sus normas internas. 

- Respecto al daño precisan que la universidad no ha tenido ni tiene la 

intención de perjudicar a los docentes únicamente exige el cumplimiento 

regido sobre los requisitos pues es una entidad pública con servicio a la 

educación, por lo que intenta crear plana con docentes de prestigio para 

brindar educación de calidad. 

- En consecuencia, el daño que se pretende resarcir económicamente 

obedece única y exclusivamente a la demandante por no presentar el 

requisito necesario para su promoción, por lo que en este caso no se 

configura la antijuricidad pues el Rector se pronunció y actuó conforme el 

Reglamento General y el Estatuto de la UNSCH. 
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Fundamento Jurídico 

- Ley N° 23733 – Ley Universitaria 

- Código Civil 

 

1.4. Audiencia de Saneamiento y Conciliación 

 

El 18 de enero de 2013, se llevó a cabo la Audiencia de Saneamiento y 

Conciliación, en la cual se desarrollaron los siguientes actos procesales: 

- Se emite la resolución mediante la cual el Juzgado verifica la 

concurrencia de las condiciones de la acción y presupuestos procesales; 

en consecuencia, declarar saneado el proceso y válida la relación jurídica 

procesal. 

- Se deja constancia que no es posible proponer fórmula conciliatoria 

debido a la inasistencia de la universidad demandada, y encontrarse 

vigente en la Ley de Conciliación. 

- Se fija como puntos controvertidos: 

o Determinar si corresponde disponerse el pago de una 

indemnización por responsabilidad civil contractual por la suma de 

S/250,000 soles a favor de la demandante, por cada uno de los 

daños contenidos en el petitorio y conforme a los argumentos 

expuestos en la demanda. 

o Establecer si la pretensión demandada se configura dentro de los 

elementos de la responsabilidad civil. 

- Finalmente se admitieron los medios probatorios ofrecidos por las partes 

y al ser los mismos de carácter documental se prescinde de la audiencia 

de pruebas y se informa que las partes pueden presentar los alegatos 

correspondientes. 

De esta forma concluyó la audiencia. 

 

1.5. Sentencia del Juez Especializado  

 

El 19 de junio de 2013, el Segundo Juzgado Especializado en lo Civil de 

Huamanga resolvió declarar improcedente la demanda. 

Esta decisión se encuentra sustentada en lo siguiente: 

- Si bien la demanda se ha dirigido contra la UNSCH en su propia condición 

de persona jurídica en mejor posición económica para asumir el costo del 

daño causado; sin embargo, tratándose la presente de una 

responsabilidad contractual de carácter funcional, esta como institución 

no asume una responsabilidad solidaria respecto a las personas que 

integran sus distintos órganos de gobierno: Asamblea Universitaria, 

Consejo Universitario, lo que sí ocurre al tratarse de una responsabilidad 

civil extracontractual, pues la responsabilidad solidaria no se presume, 

solo la ley o la obligación la establecen. 
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- En consecuencia, se concluye que la Universidad carece de legitimidad 

para obrar frente a la imputación de inejecución de funciones, que en este 

caso directamente recae den los miembros del Consejo Universitario que 

tal como señala demandada, de conformidad con el Estatuto y 

Reglamento de la universidad tiene por atribución la promoción de 

categoría que solicitara la actora y en base a esa atribución realizaron las 

observaciones y resoluciones que la actora considera lesivos a su 

derecho de promoción; por lo tanto, y a efectos de evitar una probable 

inejecutabilidad en caso de emitirse sentencia estimatoria, la demanda 

deviene en improcedente por no corresponder una responsabilidad 

solidaria de la demandada. 

 

1.6. Recurso de apelación 

 

No conforme con lo resuelto, la demandante interpuso recurso de apelación 

señalando lo siguiente: 

- La sentencia adolece de errores de hecho y de derecho sin el menor 

análisis de los hechos expuestos en la demanda y absolución se ha 

concluido de manera contradictoria respecto a la responsabilidad 

contractual, por la inejecución de las obligaciones establecidas en el 

Reglamento General de la UNSCH se ha interpuesto demanda ante el 

incumplimiento de una obligación derivada del reglamento, por la 

negligencia, por lo que la relación obligacional nace del daño que se le 

ha causado en su condición de docente universitaria, porque la entidad 

tenía la obligación de emitir pronunciamiento favorable con la finalidad de 

promocionar a la demandante de profesor auxiliar a profesor asociado, y 

al no cumplir con los procedimientos establecidos se ha incurrido en 

responsabilidad contractual al haber infringido el deber conforme al 

Reglamento, pues no ha existido razonabilidad en la toma de decisiones, 

pese a que había cumplido con los requisitos necesarios para acceder a 

una mayor posición, afectando el debido proceso. 

- Ante la actitud abusiva al haber negado la promoción se evidencia un 

abuso del derecho que lesiona su legítimo interés por lo que nos 

encontramos frente a un supuesto de responsabilidad civil producto del 

ejercicio regular del cumplimiento de las obligadas reguladas en el 

Reglamento General de la UNSCH pese a que había cumplido con los 

requisitos mínimos de promoción, por segunda vez los miembros del 

Consejo Universitario observan y devuelven el expediente de promoción 

a la Decana de la Facultad de Obstetricia, sin que exista justificación 

postergando su categorización y dañando tanto en lo académico y 

remunerativamente en su condición de docente, el mismo que implica un 

juicio de valor negativo, por lo que se enmarca dentro de la 

responsabilidad contractual de las obligaciones, en tanto la 

responsabilidad funcional se encuadra dentro del ámbito del a 
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responsabilidad administrativa del funcionario público y dentro de ella en 

la administración pública el tratamiento corresponde: la responsabilidad 

administrativa funcional y disciplinaria. 

- La sentencia adolece de error de hecho y de derecho pues conforme al 

artículo 33° de la Ley Universitaria el Rector es el personero y 

representante legal de la Universidad, dirige la actividad académica de la 

Universidad y su gestión administrativa, económica y financiera, en ese 

sentido, quien asume la responsabilidad es el Rector como representante 

legal del incumplimiento de las normas, por ello la responsabilidad es 

solidaria; siendo así la Universidad como persona jurídica asume 

responsabilidad por intermedio de su representante legal por sus 

dependientes, en tanto como persona jurídica es titular de los derechos 

y obligaciones que le corresponde de acuerdo a su naturaleza, y como 

en este caso nos encontramos frente a una responsabilidad civil 

contractual es de aplicación el artículo 1325° del Código Civil. 

 

1.7. Sentencia de la Sala Superior 

 

El 25 de julio de 2014, la Sala Civil de la Corte Superior de Ayacucho resolvió 

el recurso de apelación y declararon nula la sentencia emitida por el Juez de 

primera instancia que declara improcedente la demanda, ordenando emita 

nueva resolución pronunciándose sobre el fondo de la controversia. 

Esta decisión se sustenta en los siguientes fundamentos: 

- La conducta que se imputa a la entidad demandada que le habría 

generados daños patrimoniales y extrapatrimoniales a la demandante se 

desarrolló en el marco del Reglamento General de la Universidad 

demandada, siendo que esta actúa a través de su representante legal 

que es el Rector, el cual asume la responsabilidad por actos de sus 

dependientes ante una eventual inejecución de obligaciones. 

- Por tanto, se concluye que la UNSCH sí tiene legitimidad para obrar 

pasiva en el presente proceso, por tanto, corresponde evaluar si se 

cumplían todos los presupuestos para amparar o desestimar la demanda; 

esto es, analizar si la conducta atribuida a la entidad demandada es 

antijurídica para determinar el nexo de causalidad, factor de atribución y 

la existencia de daños, para amparar o desestimar la demanda. 

- Por tanto, corresponde al Juez emitir nuevo pronunciamiento sobre el 

fondo de la controversia. 

 

1.8. Segunda sentencia  

 

Devueltos los actuados, con fecha 16 de septiembre de 2014, el Segundo 

Juzgado Especializado en lo Civil de Huamanga resolvió declarar fundada 

en parte la demanda; en consecuencia ordena que la UNSCH abone a favor 

de la demandante por concepto de indemnización por responsabilidad 
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contractual la suma total de S/34, 000.00 nuevos soles, que le corresponden 

a los conceptos de lucro cesante la suma de S/9,000.00; daño emergente la 

suma de S/5,000.00 soles y daño moral como vertiente del daño a la persona 

en la suma de S/20,000.00 soles; más los intereses legales que devenguen, 

e infundada la demanda en cuanto al daño al proyecto de vida. 

Esta decisión se sustenta en lo siguiente: 

- Las observaciones efectuadas por la UNSCH a través de su Consejo 

Universitario encabezado por su Rector respecto al proceso de 

promoción de la demandante se efectuó sobre un documento de carácter 

accesorio que además ya había sido subsanado; por tanto, queda 

evidenciado el cumplimiento tardío y defectuoso imputado a la 

demandada; tardío por cuanto luego de más de 03 años de haberse 

formulado el trámite de promoción a la categoría asociada por la 

demandante se resolvió la promoción a favor de la misma; y defectuoso, 

porque al haberse dispuesto la promoción de la actora en mayo de 2010 

no se computó adecuadamente el periodo de ascenso, conforme fue 

advertido por la Resolución 204-2010-CODACUN, por lo que queda 

acreditado que se han configurado los elementos de la responsabilidad 

civil; pues de haberse materializado oportunamente la promoción de la 

demandante hubiera sido beneficiada con la percepción de la 

remuneración respectiva del cual se le ha privado desde enero de 2009. 

- Dicha privación le ha generado gastos adicionales por cuanto tuvo que 

recabar opiniones e intervenciones tanto del Colegio de Abogados de 

Ayacucho como del Ministerio Público, además que en dos 

oportunidades tuvo que recurrir ante el CODACUN a fin de que se le 

reconozca el derecho laboral reclamado, retardo injustificado y malicioso 

que además implicó el quebrantamiento de su paz y tranquilidad. 

- Teniendo en cuenta que la promoción de la actora fue dispuesta por la 

demandada luego de más de 03 años sin advertir el período de inicio del 

ascenso como consecuencia de una disposición efectuada por el 

CODACUN quien advirtió sobre la irrazonabilidad de las observaciones 

efectuadas, el cual como factor de atribución se configura como dolo 

quien deliberadamente no ejecuta la obligación, y queda sujeto a la 

indemnización por daños y perjuicios el cual comprende tanto el daño 

emergente como el lucro cesante; en cuanto sean consecuencia 

inmediata y directa de la inejecución; por cuanto fue la conducta omisiva 

de la demandada que retardó la promoción de la demandante, así como 

el goce oportuno de la remuneración correspondiente a su nueva 

categoría. 

- Respecto al daño emergente, al no existir pruebas de la inversión 

realizada por la demandante se valora equitativamente en S/5,000.00. 

Asimismo, en lo referente al lucro cesante se encuentra conformada por 

la remuneración correspondiente a su nueva categoría dejadas de 

percibir desde el 01 de enero de 2009 hasta el 31 de diciembre de 2010, 
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cuya diferencia remunerativa se puede apreciar a través de las boletas 

de pago que en un promedio de S/589.00 nuevos soles, que deben ser 

multiplicados por los meses dejados de percibir, por lo que 

prudencialmente se fija en S/9,000.00 nuevos soles. 

- En lo que respecta al pago de la indemnización por daño moral, al ser 

una vertiente en realidad del daño a la persona, pues está comprendido 

dentro del daño psicológico; también es susceptible de resarcimiento y 

que en este caso por el tiempo que duró la disposición de su promoción 

basado en observaciones injustificadas de la demandada, acrecentó el 

quebrantamiento de su paz y tranquilidad por lo que se fija el mismo en 

la suma de S/20,000.00 nuevos soles, incluyendo el alegado daño a la 

persona como parte del daño psicológico ocasionado al no existir prueba 

concreta que demuestre daño específico en la persona de la actora, como 

parte de su libertad ontológica, es decir el truncamiento de un 

determinado de vida que se haya trazado. 

 

1.9. Recurso de apelación 

 

No conforme con lo resuelto, la parte demandante interpone recurso de 

apelación en el extremo que refiere al monto en el que se ha declarado 

fundada, así como en el extremo que se ha declarado infundada. 

Se precisa lo siguiente: 

- La sentencia que se impugna adolece de error de hecho y de derecho la 

cual no es coherente ni proporcional con la parte resolutiva, no obstante 

no es coherente ni proporcional con la parte resolutiva, no obstante que 

ha quedado evidenciado el cumplimiento tardío y defectuoso imputado a 

la demandada porque luego de más de 03 años de haberse formulado la 

petición o trámite de promoción a la categoría de asociada, se ha resuelto 

promoverla omitiendo el cómputo adecuado en cuanto corresponde al 

período de ascenso, la cual ha sido advertida por la resolución N° 2010-

CODACUN, evidenciándose los elementos de la responsabilidad civil. 

Pese a ello no se ha cuantificados los daños en la suma proporcional a 

los perjuicios ocasionados, fijándose una suma ínfima, la cual no acorde 

a la magnitud de los daños sufridos. 

- De igual forma se advierte que pese a haberse evidenciado que la 

promoción de la actora a la categoría de profesor asociada ha sido tardío 

y defectuoso, al no haber materializado oportunamente las mismas que 

han conllevado a efectos negativos que derivan de la lesión. 

- De igual forma se ha configurado el daño a la persona como 

consecuencia de la postergación de promoción de categoría de manera 

injustificada se ha privado a la demandante de ocupar cargos 

estructurales en la universidad. 

- Asimismo, el daño al proyecto de vida se ha configurado con el retardo 

de la promoción de categoría al no tener participación en la vida 
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universitaria debido a las observaciones reiteradas e injustificadas, 

frustrando un diseño del proyecto de vida a nivel universitario por lo que 

debió ser cuantificado la proyección al futuro, por el truncamiento del 

diseño al proyecto de vida. 

 

De igual forma, la UNSCH debidamente representada interpuso recurso de 

apelación señalando lo siguiente: 

- Al momento de expedirse la sentencia no se ha tomado en cuenta que 

los fundamentos expuestos en la contestación respecto de que la 

pretensión no deviene de una responsabilidad contractual sino 

extracontractual, puesto que no existe de por medio un contrato válido, 

en la cual su representada incumpla una de las cláusulas, pues si bien 

es un derecho la promoción la misma surge por el mismo efecto de ser 

docente más no por ser un contrato. 

- Respecto al criterio subjetivo, este se encuentra regulado por la culpa: es 

decir dolo o culpa. En este caso no existió ni existe un afán dañoso y 

doloso, únicamente se exigió el cumplimiento de las normas que regulan 

la promoción de los docentes. 

- En la sentencia se ordena el pago como daño emergente a favor de la 

demandante la suma de S/5,000.00 nuevos soles, pese a que no existe 

pruebas concretas que evidencia cuanto fue la inversión económica, de 

igual forma respecto al lucro cesante y daño moral, pues se advierte que 

no se ha esbozado los fundamentos que permitan al magistrado la 

cuantificación del daño. 

- Se ha vulnerado el derecho a la motivación de las resoluciones judiciales, 

pues la liquidación equitativa del daño no patrimonial no obedece a los 

principios generales de la liquidación del daño en general. 

Por lo expuesto solicitan se revoque la sentencia apelada y reformándola se 

declare infundada la demanda. 

 

1.10. Segunda sentencia de la Sala Superior 

 

El 26 de junio de 2015, la Sala Civil de la Corte Superior resolvió confirmar la 

sentencia que declara fundada la demanda; en consecuencia, ordenaron que se 

abone a favor de la demandante la suma de S/9,000.00 nuevos soles por 

concepto de daño emergente e infundada la demanda en cuanto al daño al 

proyecto de vida. La revocaron en el extremo que se dispuso el pago del daño 

emergente y daño moral y reformándola dispusieron que la UNSCH pague a 

favor de la demandante la suma de S/.10,000.00 nuevos soles por concepto de 

daño moral más los intereses que devenguen; e infundada en lo que concierne 

al daño emergente; sin costas ni costos. 

Esta decisión se sustenta en lo siguiente: 
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- Respecto al daño emergente, se advierte que la demandante no ha 

acreditado con instrumental alguna los gastos irrogados por lo que no es 

suficiente la mera alegación de los hechos referentes al daño.  

- Respecto al lucro cesante el colegiado considera que el monto otorgado 

por el Juez resuelta proporcional a lo dispuesto por la Resolución N° 204-

2010-CODACUN del 16 de diciembre de 2010 en la que se dispone que 

la universidad para efectos de antigüedad compute en la docencia a la 

actora a partir de la fecha en la cual se le reconoció el derecho de 

ascenso a la categoría de profesora asociada, por lo que resulta lógico 

que la demora en la emisión de la resolución generó en la demandante 

la incertidumbre de ver materializado su derecho el cual abarcó su vida 

personal y familiar, por lo que en virtud del principio de proporcionalidad 

debe ser graduada en la suma de S/10,000.00. 

- Respecto al daño a la persona, esta se encuentra contemplada dentro 

del daño moral, mientras que el daño al proyecto de vida no fue 

acreditado con ninguna instrumental en el proceso. 

- Finalmente, la responsabilidad debe ser entendida de naturaleza 

contractual en tanto la misma no solo se limita al incumplimiento de un 

contrato sino también al incumplimiento de una obligación como la 

establecida en la Resolución N° 204-2010-CODACUN del 16 de 

diciembre de 2010. 

 

1.11. Recurso de casación 

 

Contra lo resuelto se advierte que la demandante interpuso recurso de 

casación invocando como causales: 

- Infracción normativa del artículo 1331°, 1332° y 1984° del Código Civil: 

Se inaplicó el artículo 1331° del Código Civil pues ha sido promocionada 

luego de más de 03 años de haber formulado el pedido de promoción. 

- El colegiado al emitir la sentencia ha infringido las normas citadas pues 

pese a determinar que la universidad ha incurrido en responsabilidad 

contractual contradiciéndose rebaja el quantum del daño moral como 

vertiente del daño a la persona minimizando los daños y perjuicios que 

ha sufrido. 

- Infracción normativa del artículo 464° del Código Procesal Civil. Precisa 

que no se ha verificado que mediante el recurso de apelación se pretende 

que se examine lo alegado por las partes; en este caso, la demandada 

solo alegó que se está ante una responsabilidad extracontractual y no 

contractual, por lo tanto no se ha respetado el principio del tantum 

devolutum quantum appellatum. 
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1.12. Resolución de la Sala Civil de la Corte Suprema 

 

Ante lo expuesto, la Sala Civil de la Corte Suprema declaró inadmisible el 

recurso de casación por no adjuntar la tasa correspondiente por el recurso 

de casación; concedieron el plazo de 03 días para la respectiva subsanación. 

 

Cumplido el mandato se procedió a realizar la calificación correspondiente y 

finalmente, mediante resolución de fecha 02 de febrero de 2017 resolvió 

declarar improcedente el recurso de casación. Esta decisión se sustentó en 

lo siguiente: 

- Las denuncias no cumplen los requisitos de ley, pues están orientadas a 

acreditar la existencia del daño emergente y que le corresponde un monto 

mayor por daño moral, aspectos que han sido indicados ya por la 

instancia de mérito. 

- En suma, pretende cambiar el criterio jurisdiccional establecido por la 

instancia de mérito, propósito que como se ha sostenido ya la Sala resulta 

contrario a la naturaleza del recurso de casación. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

2.1. ¿Qué tipo de responsabilidad civil se habrían configurado en el presente 

caso? 

 

En el presente expediente es importante determinar la naturaleza de la 

responsabilidad que se habría configurado, pues de ello depende el 

análisis de la configuración de los elementos de la responsabilidad civil. 

De esta forma, nuestro ordenamiento determina que la responsabilidad 

civil puede ser contractual (o también denominada por inejecución de 

obligaciones) y por otro lado se encuentra la responsabilidad 

extracontractual. Tal como se advierte de la siguiente casación: 

 

Que, sobre el particular debe anotarse además que la Teoría 

de la Responsabilidad Civil comprende las denominadas 

Responsabilidad Civil Contractual y Responsabilidad Civil 

Extracontractual diferenciación que proviene en el caso de 

la primera por la existencia de un vínculo (contrato) que 

relaciona a las partes en virtud de la voluntad expresada que 

determina las obligaciones que competen a los involucrados 

mientras que en la Responsabilidad Civil Extracontractual 

existe por disposición de la Ley la cual atribuye obligaciones 

por el acontecer de un evento dañoso persiguiéndose en 

ambos casos resarcir o reparar a la víctima por el daño que 

pudiera haber sufrido teniendo cada una de ellas un 
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tratamiento específico y diferenciado en nuestro 

ordenamiento jurídico. 

Resolución emitida por la Sala Civil Transitoria de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, recaída en el 

Expediente Nº 1762-2013 LIMA del 21 de marzo de 2014. 

Fuente: Diálogo con la Jurisprudencia, Gaceta Jurídica 

2017. 

 

En este caso, la accionante al plantear la demanda señala que la 

responsabilidad que se ha configurado es contractual, tal como se 

advierte del petitorio de la demanda: 

(…) interpongo demanda de indemnización por 

responsabilidad contractual, ante el incumplimiento de la 

obligación, ocasionándome en dicho proceder daños y 

perjuicios. 

 

Por otro lado, la entidad demandada (UNSCH) señala al momento de 

expedirse no tuvo en cuenta: 

(…) que la pretensión no deviene de responsabilidad 

contractual sino de una responsabilidad extracontractual, 

(…) en el presente caso no puede encuadrarse 

genéricamente en la pretensión de indemnización por 

responsabilidad contractual, ya que de por medio no existe 

un contrato válido, en la cual mi representada incumpla una 

de las cláusulas, si bien es cierto que es un derecho de los 

docentes la promoción y ratificación pero estos surgen por el 

mismo efecto de ser docentes mas no por un contrato. 

De esta forma al tener repercusiones distintas es indispensable 

determinar en primer lugar el tipo de responsabilidad en el que nos 

encontramos. 

 

2.2. ¿Se configuraron los elementos de la responsabilidad para determinar el 

amparo de la pretensión? 

 

Una vez determinado el tipo de responsabilidad que se habría 

configurado es indispensable verificar si han concurrido los elementos 

propios de la responsabilidad civil tal como la antijuricidad, daño, nexo 

causal, y los factores de atribución. Es necesario, además, realizar 

énfasis en el tipo de daño que se habría configurado en el presente caso. 

 

Así también se precisa en la siguiente casación: 

 

Es necesidad señalar que la responsabilidad extracontractual, 

responde a la idea de la producción de un daño a otra persona 
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por haber transgredido el deber “neminem laedere”, es decir 

abstenerse de un comportamiento lesivo para los demás, que 

pudiera dar lugar a un resarcimiento para cuyo efecto se 

requiere la concurrencia de los siguientes presupuestos: 1) el 

daño causado, entendido como aquella lesión a todo derecho 

subjetivo que implica un daño patrimonial o extrapatrimonial; 

2) el nexo causal o relación de causa efecto entre la conducta 

antijurídica y el daño producido a la víctima; 3) el factor de 

atribución constituido por la conducta culposa o dolosa de 

quien ocasiona el daño, debiéndose tener presente que en el 

ámbito extracontractual se reconoce asimismo el factor de 

riesgo creado; y 4) la antijuricidad o ilicitud, entendida como 

aquella conducta dañosa que contraviene una norma 

prohibitiva o viole el sistema jurídico en su totalidad en el 

sentido de afectar los valores o principios sobre los cuales ha 

sido construido el sistema jurídico, la antijuricidad se verifica 

desde que se ha afectado el deber genérico de no causar 

daño a otro. 

Sentencia emitida por la Sala Civil Permanente de la Corte 

Suprema de Justicia de la República, recaída en CAS. Nº 

185-2011-LIMA, el 4 setiembre del 2012. 

 

2.3. ¿La UNSCH contaba con legitimidad para obrar pasiva en el presente 

proceso? 

 

 La legitimidad para obrar es un elemento indispensable de la validez de 

la relación jurídica procesal que permite al órgano jurisdiccional emitir un 

pronunciamiento sobre el fondo; así en el presente caso se puede 

advertir que el Juez en primera instancia señala lo siguiente: 

 Bajo este contexto se concluye que la Universidad Nacional 

San Cristóbal de Huamanga carece de legitimidad para 

obrar frente a la imputación de inejecución de funciones que 

en este caso recae directamente en los miembros del 

Consejo Universitario, que tal como lo señalara la 

demandada tiene por atribución la promoción de categoría 

que solicitara la actora. 

   

 Corresponde entonces en este caso determinar si la universidad tiene o 

no legitimidad que le permite actuar en el proceso o es responsabilidad 

de un órgano distinto. 

  



EXPEDIENTE CIVIL: INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS  
 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS  

 

3.1. RESPECTO A LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

3.1.1. De la primera sentencia emitida por el Juez 

 

En la primera resolución emitida por el Juez Civil se advierte que se 

declara improcedente la demanda por considerar que la UNSCH no tiene 

legitimidad para obrar pasiva. 

Debo señalar que no me encuentro de acuerdo con esta resolución 

inhibitoria, puesto que el Juez considera que la universidad es un ente 

distinto al Consejo Universitario y por tanto no tendría la obligación de 

responder civilmente. Esta decisión es incorrecta porque el Consejo 

Universitario es un órgano que depende de la universidad y que además 

no tendría autonomía económica para responder para una acción de 

responsabilidad civil. En ese sentido se puede advertir que ni siquiera la 

propia universidad sostuvo esta defensa porque entiende que como 

institución es ella quien debe responder. 

 

3.1.2. De la primera sentencia emitida por la Sala Superior 

 

En segunda instancia la Sala Superior resolvió declarar la nulidad de la 

sentencia del Juez por considerar que debió emitir un pronunciamiento 

sobre el fondo analizando los elementos de la responsabilidad civil. 

Si bien me encuentro de acuerdo con esta decisión, esto es, la emisión 

de un pronunciamiento sobre la pretensión, considero que también la 

Sala al constituir segunda instancia en el proceso tuvo la posibilidad de 

realizar directamente ese juicio de valoración, y de esta forma evitar que 

el proceso se dilate de manera innecesaria. 

 

3.1.3. De la segunda sentencia emitida por el Juez 

 

Devueltos nuevamente los actuados al Juzgado Especializado emite 

sentencia declarando fundada en parte la demanda y ordena el pago de 

la suma de S/34,000.00 soles a favor de la demandada. 

Me encuentro de acuerdo con esta sentencia en el sentido de que se 

determina que en este caso se ha configurado un supuesto de 

responsabilidad contractual puesto que la UNSCH no ejecutó las 

obligaciones que le correspondía con la diligencia debida en el 

procedimiento de promoción de la demandante. 

Asimismo, me encuentro de acuerdo con esta decisión en el extremo que 

desestima el daño emergente, por cuanto considero que si bien la 

demandante sí realizó gastos en el procedimiento para que su pedido sea 
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atendido, los mismos no fueron debidamente acreditados en el proceso; 

por tanto, al ser un daño de tipo patrimonial el mismo tiene que estar 

probado en el proceso, lo cual no realizó en este caso. 

Por otro lado, me encuentro de acuerdo en el extremo que se otorga el 

daño moral, aunque considero que no es correcto enfocarlo como parte 

del daño a la persona, y más aún como un daño psicológico, pues tiene 

una naturaleza diferente. 

 

3.1.4. De la segunda sentencia emitida por la Sala Superior 

 

En la segunda resolución emitida por la Sala Superior se advierte que esta 

instancia revoca en el extremo referido el daño emergente, el cual es fijado 

en S/5,000.00 soles y reduce la suma del daño moral en S/10,000.00. 

Al respecto debo precisar que no me encuentro de acuerdo con esta 

decisión en el sentido de que determina un monto por daño emergente 

pese a que no obra en el expediente ningún medio probatorio que acredite 

ello, y esta situación es precisada por la propia Sala cuando señala que 

“no obra instrumental alguna que acredite los gastos irrogados” e incluso 

precisa que este extremo debe ser desestimado (considerando 4.4.); sin 

embargo, ordenado el pago de S/5,000.00 soles por este concepto. 

Asimismo, no me encuentro conforme con la reducción del daño moral, 

pues el mismo no se encuentra debidamente justificado, en este caso sí 

considero que se ha generado una angustia en la demandante no solo al 

negarle la promoción, sino porque tuvo que realizar diferentes 

procedimientos para que su derecho sea amparado. 

 

3.1.5. De la resolución emitida por la Sala Civil de la Corte Suprema 

 

Finalmente, y al no encontrarse conforme con lo resuelto la demandante 

interpuso recurso de casación el mismo que fue declarado improcedente 

por la Sala Civil de la Corte Suprema. 

 

Si el recurso de casación es declarado improcedente implica la 

imposibilidad de la Sala de analizar el fondo de las causales invocadas, 

ello por cuanto se advierte que el mismo no ha cumplido con los requisitos 

de procedencia establecidos en el artículo 388° del Código Procesal Civil. 

En ese sentido, debo precisar que me encuentro de acuerdo con esta 

decisión pues de los argumentos expuestos en el recurso se advierten 

que están orientados a verificar que en el presente caso sí se ha 

configurado un daño en la modalidad de lucro cesante, así como el daño 

moral; estos argumentos son ajenos a la función que cumple el recurso 

de casación en nuestro ordenamiento jurídico puesto que la Sala Suprema 

no constituye una tercera instancia en el proceso; por tanto, no pueden 

verificar si efectivamente se configuró o no el daño invocado, ya que ello 
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ya fue analizado por las instancias anteriores; por lo tanto, es correcto que 

este recurso sea desestimado. 

 

 

3.2. RESPECTO DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

3.2.1. ¿Qué tipo de responsabilidad civil se habrían configurado en el 

presente caso? 

 

En principio se debe precisar que una de las áreas más importantes del 

Derecho Civil Patrimonial la constituye la Responsabilidad Civil, la misma que 

es materia de análisis en el presente expediente, y que dentro de sus distintos 

fines está principalmente la del resarcimiento, el mismo que principalmente 

buscará dejar a la víctima en una situación anterior al momento del daño 

mismo; y si ello no es posible, se determinará una compensación de tipo 

económica, tal como se solicita en el caso del expediente. 

 

Para el autor Gastón Salinas (2011) la responsabilidad civil es:  

El término “responsabilidad”, en su aceptación más amplia entraña 

la obligación o el deber en el que se le coloca una persona 

determinada, de resarcir, reparar, indemnizar o satisfacer cualquier 

pérdida, detrimento, perjuicio o daño causado por ella, por otra 

persona que de ella depende, o por alguna cosa que le pertenece 

o de que se encuentra en posesión (…) La responsabilidad en 

términos generales, ha sido definida como la aptitud  de la persona 

o sujeto de derecho para asumir las consecuencias de sus actos. 

Es posible aquel que, frente a un daño proveniente de su actividad 

(activa o pasiva), está forzado a repararlo, si ello obedece al 

incumplimiento de su obligación preexistente. (pág. 31) 

 

De igual forma, el autor Gastón Fernández y Leysser León (2015) sostienen 

que:  

En el artículo 1969, se establece que la responsabilidad 

extracontractual está basada en el dolo o la culpa, pero la ausencia 

de estos tiene que ser aprobada por el agente y no por el 

damnificado, como sí ocurre, coherentemente, en los países 

jurídicamente cercanos al nuestro. (…) aproxima la responsabilidad 

subjetiva a una responsabilidad semiobjetiva, contraviniéndose el 

principio de que «en la responsabilidad subjetiva, la víctima no 

puede obtener reparación si no es aportando la prueba de la culpa. 

(Pág. 23) 

 

Así pues, la Responsabilidad Civil como institución jurídica se encuentra 

dividida o demarcada en la responsabilidad contractual o por inejecución de 
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obligación y la responsabilidad extracontractual. La primera se configura por 

el incumplimiento o inejecución de una obligación expresamente pactada por 

las partes y que se encuentra regulada en el artículo 1321° del Código Civil; 

la segunda, por la vulneración a un deber genérico que viene a ser “no causar 

daño a otro” y que está regulada en el artículo 1969° de la norma sustantiva. 

Así pues, es importante que, al interponer la demanda, el accionante precise 

si el supuesto que solicita encuadra en responsabilidad contractual o 

extracontractual, pues ello genera consecuencias distintas en el análisis, tal 

como por ejemplo: el plazo de prescripción. 

 

En el caso del expediente, la demandante precisa en el petitorio que solicita 

un supuesto de responsabilidad contractual, al respecto precisa Ojeda Guillén 

(2008): 

 

Como es evidente, la responsabilidad contractual deviene de una 

obligación preconstituida, es un efecto propio de la obligación 

preexistente y se manifiesta ante el incumplimiento de la misma. El 

vínculo jurídico que une a las partes contratantes ha emanado del 

acuerdo de ambas voluntades, de una relación obligacional, por lo 

que el carácter volitivo de dicha relación hace surgir de manera 

espontánea, natural, la obligación de reparar el daño causado por 

la inejecución de las prestaciones a cargo de los contratantes. La 

culpa contractual supone una obligación concreta, preexistente, 

formada por la convención de las partes y que resulta violada por 

una de ellas. (pág. 20) 

 

Se advierte entonces que, la responsabilidad contractual, proviene de la 

inejecución de la obligación que debía cumplir una de las partes y no lo hizo 

o lo hizo, pero de manera parcial, defectuosa o tardía. Para que exista 

responsabilidad contractual la doctrina reconoce que debe de cumplir con 

elementos como requisitos esenciales; conducta antijurídica, existencia de un 

daño, relación de causalidad entre la conducta antijurídica y el daño y el factor 

de atribución de responsabilidad. Estos elementos deben de existir 

conjuntamente para que dicha atribución de la responsabilidad sea posible y 

jurídicamente válida 

 

Para Vidal Ramírez (2000) para que se configure este tipo de responsabilidad 

debe existir 

Para que exista este tipo de responsabilidad debe existir: 

 

1. La existencia de un contrato válido 

2. Un daño causado como consecuencia del incumplimiento 

de dicho contrato. 
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Doctrinariamente la obligación incumplida, cumplida 

imperfectamente o retardadamente no se distingue; 

transformándose en una obligación indemnizatoria y ella es 

por una emanación de la fuerza obligatoria del vínculo. 

El daño, pues resulta de la violación por una de las partes 

del pacto, acuerdo o contrato causando un perjuicio a la otra. 

En conclusión, la responsabilidad contractual puede 

definirse como aquella que nace como consecuencia de la 

violación de una obligación preexistente. (pág. 201) 

 

La distinción entre la responsabilidad por inejecución de obligaciones o 

contractual y la responsabilidad civil extracontractual es importante porque 

entre estas dos áreas existen diferencias tales como: 

o El plazo de prescripción, en el caso de la responsabilidad 

extracontractual es dos años mientras que en la contractual es de 

10 años. 

o La antijuricidad en la responsabilidad contractual es típica, 

mientras que en la extracontractual puede ser típica o atípica. 

o En la responsabilidad contractual no se encuentra regulada la 

posibilidad de solicitar daño a la persona. 

  

Entonces, en el presente expediente se advierte que existe un vínculo 

obligacional entre las partes pues la demandante presta servicios para la 

universidad demandada. Así también se advierte que está realizando su 

carrera profesional en la misma, siendo parte de su derecho como profesional 

solicitar ser promovida y que la universidad una vez verificados los requisitos 

y a través del órgano correspondiente califique y admita dicha promoción. 

 

De esta forma, si bien no existe un contrato literal en el que la universidad se 

comprometa a promover a los trabajadores, el reglamento de esta misma casa 

de estudios dispone los requisitos y procedimientos que se debe seguir para 

que ello se configure; por lo que en caso de que una persona solicite su 

promoción y pese a cumplir todos los requisitos legales ello sea postergado 

sin justificación alguna considero que sí califica como un supuesto de 

responsabilidad por inejecución de obligaciones, por lo que se debe regir por 

las reglas establecidas en el artículo 1321° y siguientes del Código Civil 

 

3.2.2. ¿Se configuraron los elementos de la responsabilidad para 

determinar el amparo de la pretensión? 

 

La responsabilidad civil tiene como principal función el resarcimiento, ya sea 

que se configure un supuesto de responsabilidad por inejecución de 

obligaciones, o por la vulneración de un deber genérico que no causar daño a 

otro (responsabilidad extracontractual). Así para Lorenzetti (2015) “El 
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resarcimiento: esta área consiste en una serie de dispositivos destinados a 

resarcir el daño causado, para lo cual se requiere un hecho antijurídico 

imputable a un autor”. (pág. 212) 

 

 Entonces, para que se ordene el resarcimiento debe configurarse una serie 

de elementos que determinan el juicio de responsabilidad, así tenemos: 

 

➢ Antijuricidad: Se constituye como el primer elemento a analizar en un 

supuesto de responsabilidad y viene a configurar como toda conducta 

contraria al ordenamiento jurídico que en la responsabilidad 

extracontractual puede ser típica o atípica. Mientras que, en la 

responsabilidad contractual, como es el caso del expediente materia de 

análisis, siempre debe ser típica por tratarse del incumplimiento de una 

conducta pactada de manera expresa por las partes. 

 

Respecto a la antijuricidad, Peralta Andía (2005) señala lo siguiente: 

 

Es necesario, pues, una conducta ilícita, antijurídica o ilegítima 

para poder dar nacimiento a la obligación legal de indemnizar. 

Además, se considera que debe hablarse de 2 clases de 

antijuricidad: una típica, que debe estar específicamente prevista 

por la norma jurídica en forma expresa o tácita y; otra, atípica, que 

esté contemplada genéricamente por el ordenamiento jurídico. De 

esta forma, se amplía acertadamente el concepto de antijuricidad 

proporcionando al sistema la lógica adecuada y necesaria para el 

buen funcionamiento de la realidad social. Esta aclaración resulta 

de importancia, porque en la realidad social en que se vive, existe 

el prejuicio de que sólo es posible hablar de antijuricidad típica en 

los casos de conductas delictivas que tienen connotación penal 

como sí solo éstas estuvieran prohibidas expresa o tácitamente por 

las normas de Derecho Privado o Civil sin ninguna implicancia de 

orden penal y que en esencia son, al igual que otras, conductas 

calificadas como antijurídicas. En el ámbito civil, lo que se persigue 

es resarcir los daños ocasionados; en el campo penal, sancionar al 

autor del delito haya o no causado daño”. (pág. 114) 

 

En ese sentido, considero que en el presente caso considero que sí se ha 

configurado una conducta antijurídica puesto que pese a cumplir con 

todos los requisitos fue negada la promoción señalando el incumplimiento 

de un requisito que sí cumplió la demandante. Además, de ello retrasó la 

promoción por un período demasiado extenso, y solo ordenó la misma 

cuando se inició un procedimiento ante el CODACUN (Consejo de 

Asuntos Contenciosos Administrativos). Posteriormente, además la 
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demandante tuvo que interponer nuevamente un recurso de revisión para 

que la promoción se tome con efectos retroactivos. 

➢ Daño: Es considerado como el elemento más importante de la 

Responsabilidad Civil es el daño, el mismo que se configura como aquel 

menoscabo, lesión o afectación a un bien jurídicamente protegido, tal 

como la imagen, reputación, honor, vida, integridad física o de naturaleza 

patrimonial. En el expediente materia de análisis, la demandante solicita 

una indemnización alegando que se han configurado distintos tipos de 

daños, los mismos que deberá acreditar a lo largo del proceso. 

 

 Así, Salvi (2001) expone que: 

 

La noción jurídica del “daño” se determina en estricta 

conexión con la del “resarcimiento”. El daño, en efecto, es el 

fenómeno frente al cual el ordenamiento dispone ese 

peculiar remedio que está representado por el derecho del 

damnificado al resarcimiento. 

 

En esta perspectiva, las acostumbradas definiciones del 

daño, cuando no se quedan en el nivel genérico de la 

determinación de un hecho perjudicial para un sujeto 

determinado, siguen dos caminos: intentan precisar el tipo 

de consecuencias perjudiciales que se asumen como 

relevantes, o bien se concentran en el contraste entre el 

acontecimiento y las reglas o principios dispuestos para la 

protección del interés lesionado. Desde el primer punto de 

vista, se entiende por daño la alteración negativa de una 

determinada situación de la víctima, económica o incluso 

física, desde el segundo, el daño es definido como lesión de 

un derecho o de un interés protegido. (pág. 286) 

   

En este caso la demandante alega haber sufrido tanto daño patrimonial: 

daño emergente y lucro cesante; como daño extrapatrimonial: daño moral 

y daño a la persona. 

 

 Respecto al daño emergente y lucro cesante 

 

Enmarcados dentro del daño patrimonial, el daño emergente y el lucro 

cesante son supuestos requeridos por el demandante en el expediente 

materia de análisis. Así tenemos que el daño emergente se considera 

como la pérdida económica sufrida o el daño inmediato; mientras que el 

lucro cesante es considerado como todo aquello dejado de percibir. 
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En este punto Taboada Córdova (2013) señala: 

 

El daño emergente es siempre un empobrecimiento, algo 

que para la víctima ya no existe, una perdida que puede 

presentarse como consecuencia directa e inmediata del 

daño como el costo de hospitalización a una persona 

atropellada, sin embargo no sólo son perdidas inmediatas 

las que surgen con el daño, sino también otras que sólo se 

manifestarán posteriormente, las cuales pueden preverse 

desde el momento de acontecido el hecho dañoso, como el 

costo de la rehabilitación en el mismo ejemplo de la persona 

atropellada, u otros que no podemos prever.  

 

El lucro cesante comprende aquello que ha sido o será 

dejado de ganar a causa del daño acontecido, siendo 

catalogado como daño también aquello que hubiera podido 

ganar y que no lo hice gracias al hecho del autor, por lo que 

podríamos señalar que mientras en el en el daño emergente 

lo que se origina es un empobrecimiento en la víctima, en el 

lucro cesante se origina un impedimento al enriquecimiento. 

Asimismo, debemos señalar que el daño emergente afecta 

un bien o interés actual de la víctima, mientras que el lucro 

cesante afecta un bien o interés que todavía que aún no 

pertenece a la persona al momento de ocurrido el daño. 

(pág. 76) 

 

Se debe tener en cuenta que el daño emergente y lucro cesante al ser 

daños patrimoniales deben ser plenamente acreditados en el proceso. 

Considero que si bien este caso probablemente la demandante realizó 

gastos para llevar a cabo los procedimientos que permitan una calificación 

positiva para su promoción no ofreció ningún medio probatorio de ello, por 

lo que considero que este extremo no debe ser amparado. 

Respecto al lucro cesante, considero que el mismo sí se configuró puesto 

que a la demandante le correspondía la promoción, lo cual implicaba un 

incremento del salario patrimonial que de manera injusta le fue negada. 

 

Respecto al daño moral y daño a la persona 

 

Dentro del daño extrapatrimonial se encuentra la clasificación de daño 

moral y daño a la persona. El daño moral se considera como la lesión o 

afectación a los sentimientos de una persona, tristeza, pena, dolor, y es 

un daño que no puede ser comprobado ni cuantificado, por lo que el Juez 

deberá fijarlo para cada caso en concreto. Por otra parte, el daño a la 
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persona es considerada como la afectación a la integridad física o 

psicológica de una persona.  

 

En este contexto señala Espinoza Espinoza (2002): 

 

Como he expresado anteriormente, frente al lado patrimonial 

surge otro, de naturaleza extrapatrimonial, el cual ha sido 

denominado de diversas maneras, a saber: “daño no 

patrimonial”, “daño extramatrimonial”, “daño 

extraeconómico”, “daño biológico”, “daño a la integridad 

psicosomática”, “daño a la vida en relación”, “daño 

inmaterial”, “daño a la salud”. (…) 

 

A propósito de la denominación “daño a la persona”, se 

opina que “resulta más propio referirse al “daño subjetivo”, 

esto es, al daño ocasionado al sujeto de derecho, en 

sustitución a las expresiones “daño a la persona” o “daño 

personal”, que resultan estrechas para incluir todas las 

situaciones que pueden configurarse. Al daño subjetivo se le 

opondría el daño no subjetivo. De este modo se colocaría al 

sujeto del derecho como punto medular de referencia para 

formular la distinción entre uno y otro daño, alejándonos de 

la clasificación que distingue al daño en patrimonial y no 

patrimonial y que tiene como eje al patrimonio. (pág. 161) 

   

En este extremo, considero que en el presente caso sí se configuró un 

daño moral, por cuanto el haberse rechazado la promoción, y tener que 

realizar diferentes procedimientos para que su petición sea amparada 

definitivamente ha tenido que generar un impacto en el aspecto 

emocional, angustia, zozobra, por lo que en este extremo considero que 

sí debe ordenarse el resarcimiento correspondiente. 

Ahora bien, el daño a la persona es considerada como una afectación a 

la integridad física y psicológica, situación que en este caso no ha sido 

acreditada; así como tampoco considero que se ha configurado una 

frustración al proyecto de vida, puesto que finalmente la promoción sí fue 

otorgada y con efectos retroactivos.  

 

➢ Factor de atribución: O también llamado criterios de imputación nos 

permite determinar a título de que se responderá. Así se advierte el 

sistema subjetivo (en el que está como elementos el dolo y la culpa), y el 

sistema objetivo, relacionado al riesgo creado, o al incremento de riesgo 

por determinados objetos como vehículos o armas. Así en este caso 

tratándose de una responsabilidad por inejecución de obligaciones se 

deberá centrar el análisis en el sistema subjetivo: dolo y culpa. 
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Así pues, la culpa es considerada como una conducta negligencia, es la 

ausencia de diligencia en realizar una acción. Al respecto Vega Mere 

(2010) señala: 

 

(…) el actuar (…) de manera culposa siempre se refiere a la 

falta de previsión de parte del deudor en cuanto a las 

consecuencias de su comportamiento, siendo previsibles 

tales resultados. El obligado sabe qué conducta observar, 

sabe a qué medios debe recurrir, pero omite por descuido, 

por desatención, el ajustar su actuación a todos aquellos 

procedimientos que exige la prestación para realizar 

intereses ajenos. No actúa de modo deliberado, pues 

entonces el deudor habría obrado con dolo (configurándose 

el dolo solo en el caso de actuar con voluntad), pero sí tenía 

capacidad de prevenir las consecuencias. (pág. 674) 

 

El dolo, por otro lado, es el actuar con plena conciencia y voluntad de 

causar una afectación, es más, estar orientado a producir el acto dañoso. 

Villavicencio Terreros, manifiesta “La ley peruana no define el dolo, sin 

embargo, es aceptado que el dolo es conocimiento y voluntad de la 

realización de todos los elementos del tipo objetivo y es el núcleo de los 

hechos punibles dolosos”. (2006, pág. 254) 

   

En el presente caso considero que se ha configurado un supuesto de 

responsabilidad por culpa grave, considero que hubo negligencia grave 

por parte de la UNSCH mediante el órgano de gobierno y funcionarios 

correspondientes en realizar una adecuada calificación y posterior 

verificación de los requisitos para la promoción de la demandante.  

 

3.2.3. ¿La UNSCH contaba con legitimidad para obrar pasiva en el 

presente proceso? 

 

En todos los procesos civil es importante que antes de emitir 

pronunciamiento sobre el fondo, el Juez pueda verificar y analizar la 

validez de la relación jurídica procesal, lo cual lo hará a través de la 

concurrencia de las denominadas condiciones de la acción (o 

presupuestos materiales) como son: legitimidad e interés para obrar y 

voluntad de la ley; y presupuestos procesales tal como: competencia, 

capacidad procesal y requisitos de la demanda. Solo cuando se verifique 

que concurren todos estos elementos el Juez podrá emitir 

pronunciamiento sobre el fondo (pretensión). 
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En el presente caso se advierte que el Juez en la primera sentencia que 

se emitió en el proceso resolvió de manera inhibitoria puesto que declaró 

improcedente la demanda, al considerar que la UNSCH no es quien debía 

responder sino más bien el Consejo Universitario y por tanto la universidad 

carecería de legitimidad para obrar pasiva. 

 

La legitimidad para obrar es aquel elemento mediante el cual se advierte 

la coincidencia entre los sujetos que formaron parte de la relación jurídico 

material y los de la relación jurídica procesal, o tener la posición habilitante 

para ejercer la acción (activa) o para responder frente a pretensión 

(pasiva) 

 

Así también la Sala Suprema en la jurisprudencia ha establecido que: 

 

entiende a la legitimidad para obrar como aquella identidad que 

existe entre la persona que la ley autoriza a solicitar la actividad 

jurisdiccional en resguardo de determinados derechos de tipo 

material, y la persona que interpone la demanda o a quien debe 

dirigirse la pretensión, en razón a que esta posesión resulta más 

coherente con la concepción de la acción o de la tutela 

jurisdiccional efectiva, según la cual para que se cumpla con la 

legitimidad para obrar, bastará la afirmación de la existencia de la 

posición autorizada por la ley, pues la legitimidad para obrar en 

palabras de Devis Echandía: “no es una condición ni presupuesto 

de la acción, porque no la condiciona o limita en ningún sentido. Si 

lo fuera, no podría ejercitarse la acción quien no estuviera 

legitimado en la causa y como esto por regla general sólo se 

conoce cuando se dicta la sentencia, se tendría el absurdo y 

contradictorio resultado de que aparecería que el demandante tiene 

acción sólo después que ella ha producido todos sus efectos 

jurídicos (…) Esta legitimidad en la causa significa tener derecho a 

exigir que se resuelva sobre las peticiones formuladas en la 

demanda, es decir, sobre la existencia o inexistencia del derecho 

material pretendido, ya por medio de sentencia favorable o 

desfavorable”. (Casación 589-2010 emitida el 17 de enero de 2012 

por la Sala Civil de la Corte Suprema) 

 

En este caso, considero que la Universidad sí contaba con legitimidad para 

obrar pasiva puesto que el Consejo Universitario solo se constituye como un 

órgano de gobierno y gestión de la universidad, dependiendo funcionalmente 

de esta. Así en el Estatuto de la Universidad se precisa: 
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Artículo 267: El Consejo Universitario es el máximo órgano de 

gestión, dirección y ejecución académica, investigación y 

administrativa de la universidad. 

  

De igual forma, el Consejo Universitario se encuentra representado por el 

Rector que es también representante de la universidad, por lo que existe una 

relación de dependencia de este órgano a la universidad. Asimismo, considero 

que no tendría mayor sustento que se demande solo al Consejo Universitario 

cuando este no tiene autonomía económica, por lo que finalmente sería la 

universidad la que tendría que asumir la responsabilidad en caso la demanda 

sea amparada. 

 

En ese sentido, si la UNSCH hubiera considerado que no debería ser parte 

del proceso hubiera deducido la excepción de falta de legitimidad para obrar 

que en este caso a lo largo del proceso no se cuestiona ni menciona. 

 

IV. CONCLUSIONES 

 

Se determina como conclusiones del análisis del expediente: 

 

- En el presente caso se configuró un supuesto de responsabilidad civil 

por inejecución de obligaciones o de naturaleza contractual, puesto que 

la demandante presta servicios para la UNSCH, y le correspondía a esta 

realizar la calificación correspondiente para determinar la promoción del 

nivel profesional en el que venía desenvolviendo. En ese sentido, la 

universidad demandada no llevó a cabo el procedimiento con la 

diligencia debida negándole a la accionante la promoción a la que tenía 

derecho por haber cumplido con todos los requisitos legales. 

- La UNSCH sí contaba con legitimidad para obrar pasiva, pues esta 

entidad es la empleadora, mientras que el Consejo Universitario es un 

órgano de gobierno que depende totalmente de la universidad; por lo 

tanto, es esta quien asumir las consecuencias económicas que se 

deriven del incumplimiento de obligaciones relacionados con la falta de 

diligencia en el desarrollo del procedimiento de promoción. 

- Dentro del daño patrimonial considero que se ha acreditado el lucro 

cesante por las ganancias económicas que dejó de percibir la 

demandante por el ascenso, mientras que el daño emergente no fue 

acreditado con ningún medio probatorio. 

- Respecto al daño extrapatrimonial considero que no se ha configurado 

el daño a la persona, no existe ningún medio probatorio que acredite un 

menoscabo a la integridad física o psicológica, así tampoco en lo 

referente al daño al Proyecto de Vida, el mismo que no encuentra 

debidamente sustentado, además de que la demandante fue finalmente 
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promovida con efectos retroactivos; por otro lado, considero que sí se 

configuró el daño moral por cuanto la accionante tuvo que llevar a cabo 

varios procedimientos, interponiendo acciones de revisión y recurrir a 

otras entidades a fin de que su derecho sea reconocido, situación que 

considero sí generó una afectación al estado emocional de esta. 
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VI. ANEXOS 

 

- Demanda 

- Contestación   

- Acta de Audiencia de Saneamiento y Conciliación 

- Primera sentencia del Juez Especializado en lo Civil 

- Primera sentencia de la Sala Civil de la Corte Superior 

- Segunda sentencia del Juez Especializado en lo Civil 

- Segunda sentencia de la Sala Civil de la Corte Superior 

- Resolución de la Sala Civil de la Corte Suprema 













































































































































































2ª JUZGADO CIVIL 

EXPEDIENTE : 00287-2012-0-0501-JR-CI-02 

MATERIA : INDEMNIZACION 

ESPECIALISTA : MANUEL CONDE VILCA 

DEMANDADO : UNIVERSIDAD NACIONAL DE SAN CRISTOBAL DE HUAMANGA ,  

DEMANDANTE : INFANTE BEINGOLEA DE ZARATE, MARTHA PAULINA 
_________________________________________________________________________ 

 

 

AUDIENCIA SANEAMIENTO PROCESAL Y CONCILIACION 

 

En Ayacucho, a los dieciocho días del mes de enero de dos mil trece, siendo las 

nueve horas y treinta minutos de la mañana; en el proceso civil número 2012-

00287-0-0501-JR-CI-02, seguido por Martha Paulina Infante Beingolea contra la 

Universidad Nacional San Cristóbal de Huamanga, sobre Indemnización; 

comparecieron al Despacho del Segundo Juzgado Especializado en lo Civil de 

Huamanga, que despacha el señor Juez doctor Carlos Manuel Valdivia Rodríguez, 

asistido por el Asistente de Juez encargado Jorge Luis Carrillo Riveros, por una 

parte la abogada y apoderada de la demandante la letrada NORMA 

HUANCAHUARI PALOMINO, identificándose con Registro del Colegio de 

Abogados de Ayacucho N° 325; y sin la concurrencia de la parte demandada; con 

la finalidad de llevar a cabo la Audiencia Única, señalada para el día de la fecha, 

la misma que se realizó con el siguiente resultado: 

 

SANEAMIENTO PROCESAL 

Resolución N°  06 

Ayacucho, dieciocho de enero 

Del dos mil trece.-  

 

AUTOS Y VISTOS: y, ATENDIENDO: Primero: Que, el saneamiento 

procesal tiene por finalidad el reexamen de lo actuado para verificar si es que se 

cumplen con los presupuestos procesales y las condiciones de la acción necesarios 

para declarar la existencia de la relación jurídica procesal válida entre las partes; 

Segundo: Que, de la revisión de autos se advierte que la demanda, cumple con los 

requisitos formales previstos en los artículos 424 y 425 del Código Procesal Civil, 

no incurren en causal de inadmisibilidad o improcedencia previstas en los artículos 

426 y 427 del Código acotado; Tercero: Que, no habiéndose deducido excepciones 



ni defensas previas, así como no se ha incurrido en causal de nulidad que invalide 

la relación procesal; por estos fundamentos y estando a lo dispuesto en el inciso 1 

del artículo 465 del Código Procesal Civil, SE RESUELVE: Declarar la existencia 

de una relación jurídica procesal válida entre las partes y en consecuencia 

SANEADO EL PROCESO.  

  

ETAPA CONCILIATORIA 

Se deja constancia que no es posible propone fórmula conciliatoria alguna debido 

a la inasistencia de la Universidad demandada, y asimismo al encontrarse en 

vigencia la Ley de Conciliaciones en este distrito Judicial.  

 

FIJACIÓN DE PUNTOS CONTROVERTIDOS:     

1. Determinar si corresponde disponerse el pago de una indemnización por 

responsabilidad civil contractual por la suma de S/. 250,000.00 nuevos soles 

a favor de la demandante Martha Paulina Infante Beingolea, por cada uno 

de los daños contenidos en el petitorio y conforme a los argumentos 

expuestos en la demanda.  

2. Establecer si la pretensión demandada se configura dentro de los elementos 

de la responsabilidad civil. 

 

ADMISIÓN Y ACTUACION DE MEDIOS PROBATORIOS  

Resolución N°  07 

Ayacucho, dieciocho de enero 

Del dos mil trece.-  

  

AUTOS Y VISTOS: y, ATENDIENDO: De conformidad con el artículo N° 

188 y siguientes del Código Procesal Civil los medios probatorios tienen por 

finalidad acreditar los hechos expuestos por las partes, producir certeza en el Juez 

respecto de los puntos controvertidos y fundamentar su decisión, Por tales 

consideraciones, SE RESUELVE: Admitir los medios probatorios siguientes: 

 

DE LA DEMANDANTE:  

1. Se admiten los documentos ofrecidos como medios probatorios descritos en 

los numerales 1 al 30 del rubro medios probatorios del escrito de demanda, 



los mismos que se tendrán presente su merito en lo que fuere de ley al 

momento de resolver. 

 

DE LA UNIVERSIDAD DEMANDADA:  

1. Se admite la copia del acta de sesión ordinaria de Consejo Universitario de 

fecha 22 de julio de 2008, el mismo que se tendrá presente su merito en lo 

que fuere de ley al momento de resolver. 

 

 

Siendo todos los medios probatorios de carácter instrumental, se prescinde de la 

realización de la Audiencia de Pruebas, y se tienen por actuados todos los medios 

probatorios instrumentales anteriormente descritos, los mismos que serán 

valorados al momento de expedirse la sentencia correspondiente, asimismo se 

concederá a las partes conforme a lo previsto Art. 212° del Código procesal Civil 

el plazo de 05 días para que puedan presentar sus alegatos o solicitar el informe 

oral respectivo.  

 

 

Con lo que concluyó la presente audiencia, firmando el señor Juez y las 

intervinientes; de lo que doy fe. 

  

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

















2° Juzgado Especializado en lo Civil de Huamanga 

EXPEDIENTE Nº.: 00287-2012-0-0501-JR-CI-02 
DEMANDANTE   : Martha Paulina Infante Beingolea de Zárate 
DEMANDADO     : Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga 
MATERIA             : Indemnización  
Secretario Judicial: Manuel Conde Vilca   

--------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
SENTENCIA 

RESOLUCIÓN NUMERO: ONCE 

Ayacucho, diecinueve de junio del dos mil trece.- 

 

VISTOS: los actuados, puesto los autos a despacho 

para emitir sentencia; y teniendo en cuenta lo siguiente: 

 

I. ANTECEDENTES: 

1.1 Demanda.- Martha Paulina Infante Beingolea de Zárate, mediante su 

escrito de fojas 60 y 79, interpone demanda de Indemnización por 

responsabilidad contractual, ante el incumplimiento de una obligación, contra la 

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, representado por el 

Rector Humberto Hernández Arribasplata y/o el que haga sus veces; 

solicitando, el pago de S/. 250,000.00 nuevos soles, correspondientes a daño 

emergente: S/.10,000.00 nuevos soles, lucro cesante: S/. 14,124.24 nuevos 

soles, daño moral: S/. 100,000.00 nuevos soles, daño a la persona: S/. 

100.000.00 nuevos soles, daño al proyecto de vida: S/. 25,875.76 nuevos 

soles; más los intereses legales devengados desde el 01 de enero de 2009.  

1.2 Hechos expuestos por las partes.- De manera resumida y en lo más 

relevante, tenemos: 

La demandante, manifiesta que, en su condición de docente auxiliar a 

dedicación exclusiva, nombrada en la Facultad de Obstetricia de la Universidad 

Nacional de San Cristóbal de Huamanga, con la finalidad de lograr su 

categorización ha sustenta el trabajo de investigación titulado “Grado de 

Satisfacción de Usuarias del Seguro Integral de Salud en el Hospital Regional 

de Ayacucho enero diciembre 2002”, el mismo que fue aprobado por 

unanimidad; que, estando a lo previsto por el artículo 362° del Reglamento 

General de la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga solicitó su 

promoción a la categoría de profesor asociado, adjuntando la documentación 



que corresponde, por lo que con fecha 16 de mayo de 2007, los miembros del 

Consejo de Facultad aprobaron por unanimidad proponer su categorización, y 

mediante Resolución de Consejo de Facultad número 039-2007-FOBCF del 18 

de mayo de 2007, se ha resuelto proponer su categorización. Que, en sesión de 

Consejo Universitario del 22 de julio de 2008, se observó su promoción de 

categoría porque supuestamente no se había acreditado el trabajo de 

investigación, por lo que presentó carta aclaratoria; que dicha observación fue 

derivado al Departamento Académico de Obstetricia, cuyo Jefe con fecha 26 de 

setiembre de 2008 devuelve el referido expediente; que ante la dilación ha 

solicitado opinión legal al Colegio de Abogados de Ayacucho, emitiéndose 

informe favorable; así como ha solicitado la intervención de la Fiscalía Especial 

de Prevención del Delito, quien exhortó al señor Rector adopte medidas con la 

urgencia del caso. Que, con fecha 17 de diciembre de 2008 se emite la 

Resolución de Consejo Universitario número 964-2008-UNSCH-CU, 

promoviendo a 11 docentes de las distintas facultades, por el periodo de ley, en 

lo académico a partir del 01 de agosto de 2008 y en lo económico, desde el 01 

de enero de 2009, y pese de haber hecho alusión, en el tercer considerando, a 

la Facultad de Obstetricia, no se le llegó a promover; que, ante las reiteradas 

observaciones a su pedido de promoción, el Jefe y miembros del Departamento 

de Obstetricia acordaron por unanimidad, ratificar su promoción y devolver al 

Rector de la UNSCH, siendo remitido el expediente a la Oficina General de 

Asesoría Jurídica, para opinión legal, la que concluye en el Departamento 

Académico de Obstetricia se pronuncie conforme a la disposición del Consejo 

Universitario; por lo que, el Jefe del Departamento Académico de Obstetricia 

emite con fecha 11 de mayo de 2009, informe ratificando por unanimidad su 

promoción. En Sesión de Consejo Universitario de fecha 26 de mayo de 2009 se 

remite la documentación a la Oficina General de Gestión Académica; ante lo 

cual el Vicerrector Académico de la UNSCH, con fecha 03 de agosto de 2009, 

informa que se ha cumplido con acreditar haber participado como responsable 

en el referido trabajo de investigación; no obstante ello, con fecha 11 de agosto 

de 2009, se acuerda remitir a la Oficina General de Asesoría Jurídica, 

llegándose a emitir dicho dictamen con fecha 28 de agosto de 2009, 

concluyéndose por que se declare improcedente la promoción por no cumplir 

con el requisito de dictamen favorable del Instituto de Investigaciones y la 



sustentación ante el Pleno del Instituto de Investigación, que, ante dicha dilación 

interpuso recurso de revisión ante la Comisión Legal de la UNSCH, quiénes con 

fecha 18 de setiembre de 2009 concluyen en que la autoridad universitaria tiene 

dos alternativas, elevar el recurso de revisión al Consejo de Asuntos 

Contenciosos Universitarios de la Asamblea Nacional de Rectores o conjurar la 

situación expidiendo la resolución favorable; asimismo, interpuso recurso de 

revisión contra la Resolución de Consejo Universitario número 964-2008-

UNSCH-CU, ante la Asamblea Nacional de Rectores quiénes la declararon 

fundada a través de la Resolución número 281-2009-CODACUN de fecha 18 de 

diciembre de 2009; que, en mérito a la referida resolución el Consejo 

Universitario emite la Resolución de Consejo Universitario número 403-2010-

UNSCH de fecha 13 de mayo de 2010 resolviendo promoverla, pero a partir del 

28 de abril de 2010 en lo académico y económico; por lo que, en este extremo 

interpuso recurso de revisión, el mismo que fue declarado Fundada por el 

Consejo de Asuntos Contenciosos Universitarios de la Asamblea Nacional de 

Rectores, mediante Resolución número 204-2010-CODACUN de fecha 16 de 

diciembre de 2010 y dispone que se compute para efectos de antigüedad a 

partir del 01 de enero de 2009, no obstante ello no se emite acto administrativo.   

La Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, a través de su 

apoderado, en su escrito de absolución de fojas 91 refiere que, la Universidad 

por mandato Constitucional es autónoma académicamente y este se rige por su 

propio reglamento; es así que dentro de las atribuciones del Consejo 

Universitario se observa la promoción de categoría de la demandante, por no 

acreditar objetivamente con dictamen del Instituto de Investigación de la 

Facultad de Obstetricia ya que se limitó a adjuntar una Constancia; por lo que 

dicha decisión no fue antojadiza menos abusiva ni arbitraria, se actuó conforme 

a las atribuciones del Consejo Universitario. Que, en el presente caso no puede 

encuadrarse genéricamente en la pretensión de indemnización por 

responsabilidad contractual ya que de por medio no existe un contrato en la 

cual su representada, incumpla una de las cláusulas.   

1.3 Saneamiento Procesal (Fs. 109).- Mediante Resolución número 06, se 

declaró saneado el proceso; procediéndose a fijar los puntos controvertidos: 1. 

Determinar si corresponde disponerse el pago de una indemnización por 

responsabilidad civil contractual por la suma de S/. 250.000.00 nuevos soles a 



favor de la demandante Martha Paulina Infante Beingolea, por cada uno de los 

daños contenidos en el petitorio y conforme a los argumentos expuestos en la 

demanda. 2. Establecer si la pretensión demandada se configura dentro de los 

elementos de la responsabilidad civil. Se admitieron y actuaron los medios 

probatorios ofrecidos por las  partes. Estando los autos expeditos para expedir 

la sentencia. 

 

II. FUNDAMENTOS DE LA DECISION: 

PRIMERO: Que, el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Civil, 

prescribe que el Juez deberá atender a que la finalidad concreta del proceso es 

resolver un conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre, ambas con 

relevancia jurídica, haciendo efectivo los derechos sustanciales, y que su 

finalidad abstracta es lograr la paz social en justicia. 

SEGUNDO: Que, la carga de probar corresponde, a quien afirma los hechos 

que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos; 

siendo que todos los medios probatorios son valorados por el Juez en forma 

conjunta, sin embargo en la resolución solo serán expresadas las valoraciones 

esenciales y determinantes que sustenten su decisión conforme a lo establecido 

por los artículo 196º y 197º del Código Procesal Civil.  

TERCERO: En el caso de autos, Martha Paulina Infante Beingolea de Zárate 

promueve el presente proceso de Indemnización por responsabilidad 

contractual, contra la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, 

representado por su Rector, a fin de que le abone la suma de S/. 250,000.00 

nuevos soles, correspondientes a daño emergente: S/.10,000.00 nuevos soles, 

lucro cesante: S/. 14,124.24 nuevos soles, daño moral: S/. 100,000.00 nuevos 

soles, daño a la persona: S/. 100.000.00 nuevos soles, daño al proyecto de 

vida: S/. 25,875.76 nuevos soles; más los intereses legales devengados desde 

el 01 de enero de 2009.  

CUARTO: Que, al respecto, conforme se tiene de los fundamentos de hecho 

de la demanda, la responsabilidad civil contractual imputada a la Universidad 

Nacional de San Cristóbal de Huamanga se concreta a la inejecución de la 

obligación a la que estaba obligada, en la no promoción en la categoría de la 



demandante, a pesar de haber cumplido con los requisitos de ley, bajo 

observaciones reiteradas e injustificadas. 

QUINTO: Que, teniendo en cuenta que la presente demanda versa sobre 

responsabilidad civil contractual, en este caso de tipo funcional 

(responsabilidad funcional que es una especie de la responsabilidad 

contractual), que en términos generales deriva del incumplimiento total, parcial 

o tardío de una obligación derivada de un contrato; es decir, de un deber 

jurídico incumplido que se traduce en el principio general de “no dañar al 

acreedor”, para lo cual debe demostrarse la existencia de un título de 

imputación subjetiva a quien incumplió la obligación y una relación con el daño; 

y que el incumplimiento del deudor se genera por mora o contravención de la 

obligación asumida (inejecución total, parcial, inexacta o defectuosa); con la 

precisión de que no cualquier incumplimiento genera la responsabilidad de 

resarcir, sino únicamente el incumplimiento que genera daño; por lo que 

estando a los fundamentos de la demanda, se llega a una primera conclusión, 

que el presente caso, gira en torno a la responsabilidad funcional de los 

miembros del Consejo Universitario de la Universidad Nacional de San 

Cristóbal de Huamanga, que realizaron las reiterativas observaciones, no la 

incluyeron al momento de emitir la Resolución de Consejo Universitario número 

964-2008-UNSCH-CU (de promoción a los otros 11 docentes que también 

solicitaron su promoción y que corre a fojas 22), así como emitieron la 

Resolución de Consejo Universitario número 403-2010-UNSCH (fojas 52), 

promoviéndola pero a partir del 28 de abril de 2010, tanto en lo académico y 

económico; y que pese a la existencia de la  Resolución número 204-2010-

CODACUN de fecha 16 de diciembre de 2010 (fojas 54), emitida por el Consejo 

de Asuntos Contenciosos Universitarios de la Asamblea Nacional de Rectores, 

no emiten el correspondiente acto administrativo. 

SEXTO: En este sentido, si bien la presente demanda se ha dirigido contra la 

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, a decir de la propia 

actora, en su condición de persona jurídica en mejor posición económica para 

asumir el costo del daño causado; sin embargo, tratándose la presente de una 

responsabilidad civil contractual, de carácter funcional, ésta (la Universidad) 



como institución integrada por profesores, estudiantes y graduados (Artículo 1° 

de la Ley 23733 – Ley Universitaria), no asume una responsabilidad solidaria 

respecto a las personas que integran sus distintos órganos de gobierno: 

Asamblea Universitaria, Consejo Universitario, entre otros (Artículo 27° de la Ley 

23733 – Ley Universitaria), lo que sí ocurre al tratarse de una responsabilidad civil 

extracontractual (artículos 1981° y 1983° del Código Civil), esto, teniendo en cuenta 

que de conformidad con el artículo 1183° del Código Civil, la solidaridad no se 

presume, sólo la ley o el título de la obligación la establecen en forma expresa; 

consiguientemente se tiene, que en la responsabilidad civil contractual - 

funcional, los “deudores” asumen una responsabilidad mancomunada conforme 

a los artículos 1182° y 1172° del acotado Código Civil. 

SEPTIMO: Que, bajo este contexto, se concluye que la Universidad Nacional 

de San Cristóbal de Huamanga carece de legitimidad para obrar frente a la 

imputación de inejecución de funciones, que en este caso directamente recae 

en los miembros del Consejo Universitario, que tal como señalara la 

demandada, de conformidad con el Estatuto y Reglamento de la universidad, 

tiene por atribución la promoción de categoría que solicitara la actora, y en 

base a esa atribución realizaron las observaciones y resoluciones que la actora 

considera lesivos a su derecho de promoción; por lo tanto, y a efectos de evitar 

una probable inejecutabilidad en el caso de emitirse sentencia estimatoria, la 

demanda deviene en improcedente, al no corresponder la presente a una 

responsabilidad solidaria de la ahora demandada, frente a los hechos 

concretos de incumplimiento alegado.   

III. DECISION:  

Habiéndose valorado los medios probatorios en la forma prevista por el artículo 

197° del Código Procesal Civil, y al amparo de las normas legales glosadas, 

administrando justicia a nombre de la Nación. 

FALLO: Declarando IMPROCEDENTE, la demanda interpuesta por Martha 

Paulina Infante Beingolea de Zárate, mediante su escrito de fojas 60 y 79, sobre 

Indemnización por responsabilidad contractual, ante el incumplimiento de una 

obligación, contra la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga; en 

consecuencia, consentida o ejecutoriada sea la presente sentencia: 



ARCHÍVESE DEFINITIVAMENTE los de la materia. Sin costas ni costos 

procesales, al no advertirse manifiesta temeridad en su interposición. 

Notifíquese.- 

 















 

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE AYACUCHO 

SALA CIVIL 

Exp. Nro          : 287-2012-CI. 
Demandante          : Martha Paulina Infante Beingolea De Zárate. 
Demandado           : Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga.  
Materia                   : Indemnización por Daños y Perjuicios. 
 

 

SENTENCIA DE VISTA 

 

Resolución N°22. 

Ayacucho, veinticinco de julio del dos mil catorce.- 

 

             VISTO: En audiencia pública, sin informe oral, el 

expediente en referencia con el recurso de apelación de folios 144-147 interpuesta por la 

Abogada de la demandante Martha Paulina Infante Beingolea De Zárate; y, tomando en 

cuenta lo siguiente: 

 

I.- PRETENSIÓN DE LA DEMANDA 

La demandante Martha Paulina Infante Beingolea de Zárate, mediante su escrito de 

folios 60-73, subsanado a folios 79-82, interpone demanda contra la Universidad 

Nacional de San Cristóbal de Huamanga, representado por el Rector Humberto 

Hernández Arribasplata, sobre Indemnización por responsabilidad contractual ante el 

incumplimiento de una obligación, solicitando el pago de S/. 250,000.00 nuevos soles; 

correspondientes a daño emergente: S/.10,000.00 nuevos soles, lucro cesante: S/. 

14,124.24 nuevos soles, daño moral: S/. 100,000.00 nuevos soles, daño a la persona: S/. 

100.000.00 nuevos soles, daño al proyecto de vida: S/. 25,875.76 nuevos soles; más los 

intereses legales devengados desde el 01 de enero de 2009.-  

 

II.- MATERIA DEL RECURSO 

Es objeto de impugnación la sentencia contenida en la resolución 11, de fecha 19 de 

junio del 2013, que declara IMPROCEDENTE la demanda interpuesta por Martha 

Paulina Infante Beingolea de Zárate, sobre Indemnización por responsabilidad 



contractual, ante el incumplimiento de una obligación, contra la Universidad Nacional 

de San Cristóbal de Huamanga.-  

 

III.- ARGUMENTOS DEL RECURSO 

La Abogada de la demandante Martha Paulina Infante Beingolea De Zárate, en su 

escrito de apelación obrante a folios 144-147, cuestiona la resolución recurrida, 

argumentando lo siguiente: i) Que se ha interpuesto demanda ante el incumplimiento 

negligente de una obligación de derivada del Reglamento General de la Universidad 

Nacional de San Cristóbal de Huamanga, por lo que la relación obligación nace del 

daño causado a la actora en su condición de universitaria; ii) la entidad demandada tenía 

la obligación de emitir pronunciamientos favorables con la finalidad de promocionar a 

la actora de Profesor auxiliar a Profesor Asociado, y al no haber cumplido con los 

procedimientos establecidos se ha incurrido en responsabilidad contractual, al haber 

infringido el deber conforme a lo regulado en el Reglamento; iii) Que nos encontramos 

ante una responsabilidad civil producto del ejercicio irregular del cumplimiento de las 

obligaciones reguladas en el Reglamento General de la UNSCH (Artículo 362°), pese a 

que la actora ha cumplido con los requisitos mínimos de promoción; iv) Que conforme 

a lo regulado en el artículo 33 de la Ley Universitaria N°23733, el Rector es el 

personero y representante legal de la Universidad, dirige la actividad académica de la 

Universidad y su gestión administrativa, económica y financiera, por lo que se 

encuentra ante una responsabilidad civil, la que asume es el Rector como representante 

legal ante el incumplimiento de las normas reguladas en el artículo 362 y siguientes del 

Reglamento General de la UNSCH, por lo que la responsabilidad es de carácter 

solidario; por tanto, la Universidad como persona jurídica asume responsabilidad por 

intermedio de su representante legal por sus dependientes.-  

 

IV.- CONSIDERACIONES 

Primero.- En primer término, la responsabilidad civil está referida a la indemnización 

que debe realizar el responsable civil por el daño ocasionado. Tal es así, que el 

ordenamiento jurídico peruano distingue entre responsabilidad civil contractual y 

extracontractual, diferenciándose básicamente en que la primera deriva del 

incumplimiento de una obligación específica preexistente válidamente, mientras que la 

segunda es generada por la violación del deber de no causar daño a otro. 



Segundo.- Por su parte, el artículo 1321° del Código Civil, hace alusión a la 

responsabilidad contractual, disponiendo que “Queda sujeto a la indemnización de 

daños y perjuicios quien no ejecuta sus obligaciones por dolo, culpa inexcusable o 

culpa leve. El resarcimiento por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento 

parcial, tardío o defectuoso, comprende tanto el daño emergente como el lucro cesante, 

en cuanto sean consecuencia inmediata y directa de tal inejecución. Si la inejecución o 

el cumplimiento parcial, tardío o defectuoso de la obligación, obedecieran a culpa leve, 

el resarcimiento se limita al daño que podía preverse al tiempo en que ella fue 

contraída” (cursiva agregado).  

 

Tercero.- Al respecto, cabe señalar que el daño es entendido por la doctrina  como el 

menoscabo que se experimenta en los bienes jurídicos (patrimonio, cuerpo, vida, salud, 

honor, etc). Asimismo, es de precisarse que “el daño está en la esencia de la 

responsabilidad civil indemnizatoria. Sin daño no hay responsabilidad civil…”1, lo cual 

supone que todo daño ocasionado debe ser resarcido, ya sea mediante la restitución del 

mismo, o mediante el pago de su valor; no debiendo olvidar que en la determinación de 

la indemnización, se debe tener en cuenta las definiciones de daño emergente 

(empobrecimiento o menoscabo del patrimonio) y el lucro cesante (frustración de 

ventajas económicas esperadas). 

 

Cuarto.- En el presente caso, conforme se aprecia de la sentencia recurrida de folios 

134-140, la A quo ha declarado improcedente la demanda interpuesta por la 

demandante, al considerar que la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga 

carece de legitimidad para obrar frente a la imputación de inejecución de funciones que 

directamente recae en los miembros del Consejo Universitario de conformidad con el 

Estatuto y Reglamento de la Universidad; y, en tal sentido, afirma que tratándose la 

presente de una responsabilidad civil contractual de carácter funcional, la entidad 

demandada como institución integrada por profesores, estudiantes y graduados, no 

asume una responsabilidad solidaria respecto a las personas que integran sus distintos 

órganos de gobierno (Asamblea Universitaria, Consejo Universitario, entre otros), lo 

que sí ocurre al tratarse de una responsabilidad civil extracontractual (artículos 1981 y 

1983 del Código Civil).-  

 
1 TORRES VÁSQUEZ, Anibal, “CÓDIGO CIVIL: COMENTARIOS Y JURISPRUDENCIA”. Tomo II. Editorial 

IDEMSA, Séptima edición. Lima Perú, Abril 2011. Pág. 175. 



Quinto.- Que, al respecto, resulta pertinente señalar que la accionante, en su demanda 

de folios 60-73, subsanado a folios 79-82, sostuvo que en su condición de docente 

auxiliar a dedicación exclusiva, nombrada en la Facultad de Obstetricia de la 

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, con la finalidad de lograr su 

categorización ha sustentado el trabajo de investigación titulado “Grado de Satisfacción 

de Usuarias del Seguro Integral de Salud en el Hospital Regional de Ayacucho enero 

diciembre 2002”, el mismo que fue aprobado por unanimidad; que, estando a lo previsto 

por el artículo 362° del Reglamento General de la Universidad Nacional de San 

Cristóbal de Huamanga solicitó (al Rector de dicha Casa de estudios – ver solicitud de 

folios 05) su promoción a la categoría de profesor asociado, por lo que con fecha 16 de 

mayo de 2007, los miembros del Consejo de Facultad aprobaron por unanimidad 

proponer su categorización, y mediante Resolución de Consejo de Facultad número 

039-2007-FOBCF del 18 de mayo de 2007, se ha resuelto proponer su categorización. 

Que, en sesión de Consejo Universitario del 22 de julio de 2008, se observó su 

promoción de categoría porque supuestamente no se había acreditado el trabajo de 

investigación, por lo que presentó carta aclaratoria. Que, con fecha 17 de diciembre de 

2008 se emite la Resolución de Consejo Universitario N°964-2008-UNSCH-CU, 

promoviendo a 11 docentes de las distintas facultades, por el periodo de ley, en lo 

académico a partir del 01 de agosto de 2008 y en lo económico, desde el 01 de enero de 

2009, y pese de haber hecho alusión, en el tercer considerando, a la Facultad de 

Obstetricia, no se le llegó a promover; que, ante las reiteradas observaciones a su pedido 

de promoción, el Jefe y miembros del Departamento de Obstetricia acordaron por 

unanimidad, ratificar su promoción y devolver al Rector de la UNSCH, siendo remitido 

el expediente a la Oficina General de Asesoría Jurídica, para opinión legal, la que 

concluye en el Departamento Académico de Obstetricia se pronuncie conforme a la 

disposición del Consejo Universitario; por lo que, el Jefe del Departamento Académico 

de Obstetricia emite con fecha 11 de mayo de 2009, informe ratificando por unanimidad 

su promoción. Asimismo, interpuso recurso de revisión contra la Resolución de Consejo 

Universitario número 964-2008-UNSCH-CU, ante la Asamblea Nacional de Rectores 

quiénes la declararon fundada a través de la Resolución número 281-2009-CODACUN 

de fecha 18 de diciembre de 2009; que, en mérito a la referida resolución el Consejo 

Universitario emite la Resolución de Consejo Universitario N°403-2010-UNSCH, de 

fecha 13 de mayo de 2010, resolviendo promoverla, pero a partir del 28 de abril de 2010 

en lo académico y económico; por lo que, en este extremo interpuso recurso de revisión, 



el mismo que fue declarado Fundada por el Consejo de Asuntos Contenciosos 

Universitarios de la Asamblea Nacional de Rectores, mediante Resolución N°204-2010-

CODACUN de fecha 16 de diciembre de 2010 y dispone que se compute para efectos 

de antigüedad a partir del 01 de enero de 2009, no obstante ello no se emite acto 

administrativo.-   

 

Sexto.- Que, de lo expuesto, se advierte que la conducta que se imputa  a la entidad 

demandada, que según la accionante le habría generado daños patrimoniales y extra 

patrimoniales ascendente en la suma de S/.250,000.00 nuevos soles, se desarrolló en el 

marco del Reglamento General de la Universidad demandada; siendo así, se establece 

que conforme al artículo 33 de la Ley Universitaria, Ley  Nº 237332, concordante con el 

artículo 128 del Estatuto Reformado de la UNSCH3,  la Universidad Nacional de San 

Cristóbal de Huamanga a través de su Rector que es su personero y representante legal, 

asume la responsabilidad civil incurridas por sus dependientes ante una eventual 

inejecución de obligación establecidas en el referido Reglamento; tanto más, si el 

artículo 1325 del Código Civil prescribe que “El deudor que para ejecutar la obligación 

se vale de terceros, responde de los hechos dolosos o culposos de éstos, salvo pacto en 

contrario”.- 

  

Séptimo.- Por tanto, se concluye que la Universidad Nacional de San Cristóbal de 

Huamanga, sí tiene legitimidad pasiva para obrar en el presente proceso respecto a la 

inejecución de las obligaciones establecidas en el referido Reglamento; 

consecuentemente, correspondía al A quo evaluar si se cumplían todos los presupuestos 

para amparar o desestimar la demanda, esto es, analizar si la conducta atribuida a la 

entidad demandada es antijurídica, determinar el nexo de causalidad, el factor de 

atribución y la existencia de daño; y, en atención a ello, amparar o desestimar la 

demanda interpuesta. 

  

Octavo.- Que, no habiéndose procedido en dicha forma, este Colegiado estima que debe 

ordenarse a la A quo emita pronunciamiento sobre el fondo de la controversia, 

 
2 Artículo 33.- El Rector es el personero y representante legal de la Universidad.  

 
3 Artículo 128.- El Rector es la autoridad  de mayor jerarquía y ejerce la representación legal de la 

Universidad. Tiene las siguientes atribuciones: a) Cumplir y hacer cumplir la ley, el Estatuto y los  

Reglamentos de la Universidad, asi como los Acuerdos del Consejo Universitario y de la Asamblea 

Universitaria; (...).- 



evaluando las pruebas incorporadas en autos, actividad que no fue realizado por el 

Juzgado, pues, el pronunciamiento emitido por la A quo fue una sentencia inhibitoria, es 

decir, no se analizó el fondo de la controversia, por lo que no se ha establecido ningún 

elemento fáctico sobre el cual este Colegiado pueda pronunciarse; y proceder lo 

contrario, significaría vulnerar las garantías constitucionales del debido proceso, 

pluralidad de instancia y defensa, consagrados en los incisos 3, 6 y 144 del artículo 139 

de la Constitución Política del Estado.- 

 

V.-  DECISION 

Por estas consideraciones, declararon NULA la sentencia inhibitoria contenida en la 

resolución número once, de fecha diecinueve de junio del dos mil trece, que declara 

IMPROCEDENTE la demanda interpuesta por Martha Paulina Infante Beingolea de 

Zárate, sobre Indemnización por responsabilidad contractual, ante el incumplimiento de 

una obligación, contra la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga; 

ORDENARON que la A quo emita nueva sentencia pronunciándose sobre el fondo de 

la controversia. Y los devolvieron.- 

SS. 

CHURAMPI GARIBALDI.- 

 

HUAMANI MENDOZA.-                     

 

 

RIVEROS CARPIO.- 
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2° Juzgado Especializado en lo Civil de Huamanga 

EXPEDIENTE Nº.: 00287-2012-0-0501-JR-CI-02 
DEMANDANTE   : Martha Paulina Infante Beingolea de Zárate 
DEMANDADO     : Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga 
MATERIA             : Indemnización  
Secretario Judicial: Manuel Conde Vilca   

--------------------------------------------------------------------------------------------------------- 
 

S E N T E N C I A  

 

RESOLUCIÓN NUMERO VEINTICUATRO 
Ayacucho, dieciséis de setiembre de dos mil catorce.- 
 

VISTOS: los actuados, puesto los autos a despacho 

para emitir sentencia; y estando a lo ordenado por la Sala Civil de esta Corte 

Superior, mediante sentencia de vista de fojas 201: 

 

I. ANTECEDENTES: 

1.1 Demanda.- MARTHA PAULINA INFANTE BEINGOLEA DE ZÁRATE, 

mediante escrito de fojas 60, subsanado a fojas 79, interpone demanda de 

Indemnización por responsabilidad contractual, ante el incumplimiento de una 

obligación, contra la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, 

representado por el Rector Humberto Hernández Arribasplata y/o el que haga 

sus veces; solicitando, el pago de S/. 250,000.00 nuevos soles, 

correspondientes a daño emergente: S/.10,000.00 nuevos soles, lucro cesante: 

S/. 14,124.24 nuevos soles, daño moral: S/. 100,000.00 nuevos soles, daño a 

la persona: S/. 100.000.00 nuevos soles, daño al proyecto de vida: S/. 

25,875.76 nuevos soles; más los intereses legales devengados desde el 01 de 

enero de 2009.  

1.2 Hechos expuestos por las partes.- De manera resumida y en lo más 

relevante, tenemos: 

La demandante, manifiesta que, en su condición de docente auxiliar a 

dedicación exclusiva, nombrada en la Facultad de Obstetricia de la Universidad 

Nacional de San Cristóbal de Huamanga, con la finalidad de lograr su 

categorización ha sustentado el trabajo de investigación titulado “Grado de 

Satisfacción de Usuarias del Seguro Integral de Salud en el Hospital Regional 
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de Ayacucho enero diciembre 2002”, el mismo que fue aprobado por 

unanimidad; que, estando a lo previsto por el artículo 362° del Reglamento 

General de la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga solicitó su 

promoción a la categoría de profesor asociado, adjuntando la documentación 

que corresponde, por lo que con fecha 16 de mayo de 2007, los miembros del 

Consejo de Facultad aprobaron por unanimidad proponer su categorización, y 

mediante Resolución de Consejo de Facultad número 039-2007-FOBCF del 18 

de mayo de 2007, se ha resuelto proponer su categorización. Que, en sesión de 

Consejo Universitario del 22 de julio de 2008, se observó su promoción de 

categoría porque supuestamente no se había acreditado el trabajo de 

investigación, por lo que presentó carta aclaratoria; que dicha observación fue 

derivado al Departamento Académico de Obstetricia, cuyo Jefe con fecha 26 de 

setiembre de 2008 devuelve el referido expediente; que ante la dilación ha 

solicitado opinión legal al Colegio de Abogados de Ayacucho, emitiéndose 

informe favorable; así como ha solicitado la intervención de la Fiscalía Especial 

de Prevención del Delito, quien exhortó al señor Rector adopte medidas con la 

urgencia del caso; que, con fecha 17 de diciembre de 2008 se emite la 

Resolución de Consejo Universitario número 964-2008-UNSCH-CU, 

promoviendo a 11 docentes de las distintas facultades, por el periodo de ley, en 

lo académico a partir del 01 de agosto de 2008 y en lo económico, desde el 01 

de enero de 2009, y pese de haber hecho alusión, en el tercer considerando, a 

la Facultad de Obstetricia, no se le llegó a promover; que, ante las reiteradas 

observaciones a su pedido de promoción, el Jefe y miembros del Departamento 

de Obstetricia acordaron por unanimidad, ratificar su promoción y devolver al 

Rector de la UNSCH, siendo remitido el expediente a la Oficina General de 

Asesoría Jurídica, para opinión legal, la que concluye en que el Departamento 

Académico de Obstetricia se pronuncie conforme a la disposición del Consejo 

Universitario; por lo que, el Jefe del Departamento Académico de Obstetricia 

emite con fecha 11 de mayo de 2009, informe ratificando por unanimidad su 

promoción. En Sesión de Consejo Universitario de fecha 26 de mayo de 2009 se 

remite la documentación a la Oficina General de Gestión Académica; ante lo 

cual el Vicerrector Académico de la UNSCH, con fecha 03 de agosto de 2009, 

informa que se ha cumplido con acreditar haber participado como responsable 

en el referido trabajo de investigación; no obstante ello, con fecha 11 de agosto 
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de 2009, se acuerda remitir a la Oficina General de Asesoría Jurídica, 

llegándose a emitir dicho dictamen con fecha 28 de agosto de 2009, 

concluyéndose por que se declare improcedente la promoción por no cumplir 

con el requisito de dictamen favorable del Instituto de Investigaciones y la 

sustentación ante el Pleno del Instituto de Investigación, que, ante dicha dilación 

interpuso recurso de revisión ante la Comisión Legal de la UNSCH, quiénes con 

fecha 18 de setiembre de 2009 concluyen en que la autoridad universitaria tiene 

dos alternativas, elevar el recurso de revisión al Consejo de Asuntos 

Contenciosos Universitarios de la Asamblea Nacional de Rectores o conjurar la 

situación expidiendo la resolución favorable; asimismo, interpuso recurso de 

revisión contra la Resolución de Consejo Universitario número 964-2008-

UNSCH-CU, ante la Asamblea Nacional de Rectores quiénes la declararon 

fundada a través de la Resolución número 281-2009-CODACUN de fecha 18 de 

diciembre de 2009; que, en mérito a la referida resolución el Consejo 

Universitario emite la Resolución de Consejo Universitario número 403-2010-

UNSCH de fecha 13 de mayo de 2010 resolviendo promoverla, pero a partir del 

28 de abril de 2010 en lo académico y económico; por lo que, en este extremo 

interpuso recurso de revisión, el mismo que fue declarado Fundada por el 

Consejo de Asuntos Contenciosos Universitarios de la Asamblea Nacional de 

Rectores, mediante Resolución número 204-2010-CODACUN de fecha 16 de 

diciembre de 2010 y dispone que se compute para efectos de antigüedad a 

partir del 01 de enero de 2009, no obstante ello no se emite acto administrativo.   

La Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, a través de su 

apoderado, en su escrito de absolución de fojas 91 refiere que, la Universidad 

por mandato Constitucional es autónoma académicamente y este se rige por su 

propio reglamento; es así que dentro de las atribuciones del Consejo 

Universitario se observa la promoción de categoría de la demandante, por no 

acreditar objetivamente con dictamen del Instituto de Investigación de la 

Facultad de Obstetricia ya que se limitó a adjuntar una Constancia; por lo que 

dicha decisión no fue antojadiza menos abusiva ni arbitraria, se actuó conforme 

a las atribuciones del Consejo Universitario. Que, en el presente caso no puede 

encuadrarse genéricamente en la pretensión de indemnización por 

responsabilidad contractual ya que de por medio no existe un contrato en la 

cual su representada, incumpla una de las cláusulas.   
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1.3 Saneamiento Procesal (Fs. 109).- Mediante Resolución número 06, se 

declaró saneado el proceso; procediéndose a fijar los puntos controvertidos: 1. 

Determinar si corresponde disponerse el pago de una indemnización por 

responsabilidad civil contractual por la suma de S/. 250.000.00 nuevos soles a 

favor de la demandante Martha Paulina Infante Beingolea, por cada uno de los 

daños contenidos en el petitorio y conforme a los argumentos expuestos en la 

demanda. 2. Establecer si la pretensión demandada se configura dentro de los 

elementos de la responsabilidad civil. Se admitieron y actuaron los medios 

probatorios ofrecidos por las  partes. Estando los autos expeditos para expedir 

la sentencia. 

 

II. FUNDAMENTOS DE LA DECISION: 

PRIMERO: Que, el artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Civil, 

prescribe que el Juez deberá atender a que la finalidad concreta del proceso es 

resolver un conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre, ambas con 

relevancia jurídica, haciendo efectivo los derechos sustanciales, y que su 

finalidad abstracta es lograr la paz social en justicia. 

SEGUNDO: Que, la carga de probar corresponde, a quien afirma los hechos 

que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos; 

siendo que todos los medios probatorios son valorados por el Juez en forma 

conjunta, sin embargo en la resolución solo serán expresadas las valoraciones 

esenciales y determinantes que sustenten su decisión conforme a lo establecido 

por los artículo 196º y 197º del Código Procesal Civil.  

TERCERO: En el caso de autos, Martha Paulina Infante Beingolea de Zárate 

promueve el presente proceso de Indemnización por responsabilidad 

contractual, contra la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, 

representado por su Rector, a fin de que ante el incumplimiento de una 

obligación le abone la suma de S/. 250,000.00 nuevos soles, correspondientes a 

daño emergente: S/.10,000.00 nuevos soles, lucro cesante: S/. 14,124.24 

nuevos soles, daño moral: S/. 100,000.00 nuevos soles, daño a la persona: S/. 

100.000.00 nuevos soles, daño al proyecto de vida: S/. 25,875.76 nuevos soles; 

más los intereses legales devengados desde el 01 de enero de 2009.  
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CUARTO: Que, conforme se tiene de los fundamentos de hecho de la 

demanda, la responsabilidad civil contractual imputada a la Universidad 

Nacional de San Cristóbal de Huamanga se concreta a la inejecución de su 

obligación, respecto a la promoción de la demandante de Profesora Auxiliar  a 

la categoría de Profesora Asociada, a pesar de haber cumplido con los 

requisitos de ley y de existir pronunciamientos favorables del Consejo de 

Asuntos Contenciosos Universitarios de la Asamblea Nacional de Rectores, en 

adelante CODACUN, al haberse efectuado observaciones reiteradas e 

injustificadas, que le ha perjudicado en lo académico desde el mes de agosto 

2008 y en lo económico desde el 01 de enero 2009. 

QUINTO: Al respecto, atendiendo a que el origen de la responsabilidad 

contractual deriva del incumplimiento de una obligación de dar, hacer, o no 

hacer; por lo que, el acreedor puede exigir el cumplimiento de la obligación y la 

indemnización correspondiente. Asimismo para determinar si ha existido 

responsabilidad contractual del demandado hay que establecer en primer lugar 

cual es la obligación nacida del acuerdo de las partes que ha sido incumplida 

por una de las partes, pues corresponde al acreedor acreditar la existencia de 

la obligación en cada caso y la inejecución de la misma o su incumplimiento 

parcial tardío o defectuoso, no bastando para que haya daño contractual que 

se incumpla la obligación y que el incumplimiento sea imputable al deudor sino 

que es necesario que el incumplimiento produzca un perjuicio para quien lo 

alega1.  

SEXTO: Que, en dicho contexto y del análisis y revisión de los actuados a nivel 

del presente proceso es necesario tener en cuenta que la demandante 

promueve su pretensión indemnizatoria en su condición de docente de la 

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, existiendo por tanto 

entre ambos, un vínculo de naturaleza laboral; por lo que corresponde hacer 

 
1 Siendo pertinente en este tópico hacerse referencia al artículo 1321° del Código Civil que 
precisa: “Queda sujeto a indemnización de daños y perjuicios quien no ejecuta sus 
obligaciones por  dolo, culpa inexcusable o culpa leve. El resarcimiento por la inejecución de la 
obligación o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso, comprende tanto el daño 
emergente como el lucro cesante, en cuanto sean consecuencia inmediata y directa de tal 
inejecución. Si la inejecución o el cumplimiento parcial, tardío o defectuoso de la obligación, 
obedeciera a culpa leve, el resarcimiento se limita al daño que podía preverse al tiempo en que 
ella fue contraída.” 
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las siguientes precisiones: A) que de acuerdo con el escrito de fojas 05, la 

demandante solicitó al Rector de la Universidad Nacional de San Cristóbal de 

Huamanga, con fecha 23 de octubre de 2006, se de el trámite correspondiente 

a la promoción a la categoría asociada, la misma que fue aprobada por 

unanimidad en Sesión de Consejo de Facultad del 16 de mayo de 2007 (véase 

acta de fojas 06) y propuesta mediante Resolución de Consejo de Facultad 

039-2007-FOB-CF del 18 de mayo de 2007 (fojas 07); demostrándose 

asimismo que de acuerdo con el Memorando 134-2008-ORA-OGPP/UNSCH 

que corre a fojas 08, la disponibilidad de 12 plazas vacantes para fines de la 

promoción docente; B) que conforme se hace referencia en la Carta Aclaratoria 

de fojas 13, el proceso de promoción a categoría Asociada, tramitada en el 

Expediente Administrativo 08127, fue observado en Sesión de Consejo 

Universitario del 22 de julio de 2008, por no contar con el documento que 

acredite el Trabajo de Investigación; el mismo que fue elevado nuevamente al 

Rector de la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga con el 

acuerdo del Pleno de docentes del Departamento Académico de fecha 25 de 

setiembre de 2008, a través del Memorando 433-2008-FOB del 16 de octubre 

de 2008, que corre a fojas 19; C) que mediante Resolución de Consejo 

Universitario 964-2008-UNSCH-CU del 17 de diciembre de 2008, que corre 

trascrito en el oficio de fojas 22, se resolvió promover a docentes de la 

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, a la categoría de 

Profesor Asociado a dedicación exclusiva, en lo académico a partir del 01 de 

agosto de 2008 y en lo económico desde el 01 de enero de 2009, sin incluirse a 

la demandante, pese haberse hecho referencia en la parte considerativa de la 

misma, a la facultad de obstetricia (donde estaba adscrita la actora) como una 

de las facultades que han cumplido con el proceso de evaluación de los 

expedientes de promoción presentados por los docentes; D) que a fojas 25, 

corre la Resolución 02 emitido por el Ministerio Público exhortando a Jorge 

Adolfo Del Campo Cavero, Rector de la Universidad Nacional de San Cristóbal 

de Huamanga, en su calidad de Presidente del Consejo Universitario, que en el 

ejercicio de sus funciones y atribuciones, previo el procedimiento regular, 

adopte las medidas con la urgencia que el caso amerita; E) que conforme al 

Memorando 005-2009-DAOB-FOB-UNSCH del 21 de enero de 2009 (fojas 31) 

y el Memorando 022-2009-FOB del 26 de enero de 2009, que corre a fojas 32, 
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el referido Expediente Administrativo 8127 ante una segunda observación, fue 

elevado nuevamente al Rector de la Universidad Nacional de San Cristóbal de 

Huamanga, con el acuerdo del pleno de docentes del Departamento 

Académico de Obstetricia de fecha 15 de enero de 2009; F) que con fecha 29 

de mayo de 2009 y 14 de agosto de 2009, el Consejo Universitario remitió toda 

la documentación correspondiente a la demandante, a la Oficina General de 

Gestión Académica y Oficina General de Asesoría Jurídica, para que emitan el 

dictamen correspondiente (véase trascripción directa de fojas 39 y 42); pero no 

obstante ello, la actora promovió un recurso de revisión ante la CODACUN 

contra la Resolución de Consejo Universitario 964-2008-UNSCH-CU, el mismo 

que fue declarado fundado a través de la Resolución 281-2009-CODACUN del 

18 de diciembre de 2009 (fojas 49) al advertirse que “el error de interpretación 

se ha generado por la observación efectuada sobre un documento de carácter 

accesorio, la misma que fue subsanada con la presentación de un documento 

de fecha muy anterior al fundamento de dicha observación”; ordenando que la 

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga proceda a pronunciarse, 

en forma expresa sobre la solicitud de promoción formulada por la docente 

Martha Paulina Infante Beingolea; G) frente a la disposición de la CODACUN, a 

través de la Resolución del Consejo Universitario 403-2010-UNSCH-CU del 13 

de mayo de 2010, que corre transcrito en el oficio de fojas 52, se resolvió 

promover a la demandante a la categoría de Profesora Asociada a Dedicación 

Exclusiva, adscrita al Departamento Académico de Obstetricia, en lo 

académico y económico a partir del 28 de abril de 2010; respecto al cual la 

actora formuló nuevo recurso de revisión, que motivó la emisión de la 

Resolución 204-2010-CODACUN del 16 de diciembre de 2010, que corre a 

fojas 54, declarando fundado dicho recurso y ordenando que la Universidad 

Nacional de San Cristóbal de Huamanga, compute para efectos de antigüedad 

en la docencia, el ascenso dispuesto a la categoría de profesora asociada de la 

citada docente, a partir del 01 de enero 2009; disposición que conforme a la 

boleta de pago de fojas 58, no se había materializado hasta el mes de enero 

2011. 

SEPTIMO: Que, estando a las disposiciones emitidas por la CODACUN, las 

observaciones efectuadas por la Universidad Nacional de San Cristóbal de 
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Huamanga a través de su Consejo Universitario encabezado por su rector, 

respecto al proceso de promoción de la demandante, se efectuó sobre un 

documento de carácter accesorio que dicho sea de paso ya había sido 

subsanado; por tanto en aplicación a lo dispuesto por el artículo 48°, inciso b) 

de la entonces vigente Ley Universitaria – Ley 23733, artículo 167° del Estatuto 

Reformado de la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga y 

artículo 367°, inciso a) del Reglamento General de la misma casa de estudios, 

queda evidenciada el cumplimiento tardío y defectuoso imputado a la 

demandada; tardío por cuanto luego de más de tres años de haberse 

formulado el trámite de promoción a la categoría asociada por la demandante 

(véase solicitud del 23 de octubre de 2006 que corre a fojas 05), se resolvió la 

promoción a favor de la misma (en mayo de 2010); y defectuoso porque al 

haberse dispuesto la promoción de la actora en mayo 2010, no se computó 

adecuadamente el periodo del ascenso, conforme fue advertido por la 

Resolución 204-2010-CODACUN; por lo que ante la concurrencia de dichas 

circunstancias queda configurada los elementos de su responsabilidad civil, en 

tanto y advirtiendo que de haberse materializado oportunamente la promoción 

de la actora, conforme a lo dispuesto en el artículo segundo de la Resolución 

del Consejo Universitario 403-2010-UNSCH-CU, hubiera sido beneficiada con 

la percepción de la remuneración respectiva, del cual se le ha privado desde el 

mes de enero 2009, conforme a la Resolución del Consejo Universitario 964-

2008-UNSCH-CU del 17 de diciembre de 2008, donde se dispuso la promoción 

de docentes de la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, sin 

incluirse a la actora; privación que además le ha generado gastos adicionales, 

por cuanto conforme a los actuados de fojas 20 y 25, la actora acudió a recabar 

opiniones e intervenciones tanto del Colegio de Abogados de Ayacucho y el 

Ministerio Público, además de que en dos oportunidades tuvo que recurrir por 

ante el CODACUN, a efectos de que se le reconozca el derecho laboral 

reclamado; retardo injustificado y malicioso que además implicó el 

quebrantamiento de su paz y tranquilidad.  

OCTAVO: En este sentido, teniendo en cuenta que la promoción de la actora 

fue dispuesta por la demandada, luego de más tres años y sin advertir 

correctamente el periodo de inicio del ascenso, como consecuencia de una 
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disposición efectuada por el CODACUN quien advirtió sobre la irrazonabilidad 

de las observaciones efectuadas, el mismo que como factor de atribución se 

configura dentro de lo previsto por el artículo 1318° del Código Civil, que 

dispone que procede con dolo quien deliberadamente no ejecuta la obligación; 

y que de conformidad con lo previsto por el artículo 1321° del Código Civil, 

queda sujeto a la indemnización de daños y perjuicios, el mismo que 

comprende tanto el daño emergente y lucro cesante, en cuanto sean 

consecuencia inmediata y directa de la inejecución; por cuanto fue la conducta 

omisiva de la demandada, que retardó la promoción de la actora, así como el 

goce oportuno de la remuneración correspondiente a su nueva categoría. 

NOVENO: En cuanto respecta a la cuantificación del daño emergente, teniendo 

en cuenta que viene a ser el detrimento o menoscabo patrimonial, y que en 

autos no existen pruebas concretas que nos evidencie cuanto fue la inversión 

económica efectuada por la actora, al tener que recurrir ante el CODACUN así 

como al Ministerio Público y el Colegio de Abogados de Ayacucho, al cual se 

debe adicionar los gastos que ha tenido que asumir en la interposición del 

presente proceso; por lo que en aplicación del artículo 1332° del Código Civil, 

con valoración equitativa es fijada en S/. 5,000.00 mil nuevos soles. 

Asimismo, en lo que corresponde al lucro cesante, que viene a ser la 

frustración de ventajas económicas esperadas, es decir, la  no obtención de las 

ganancias previstas, es necesario tener en cuenta que el mismo en el caso de 

autos se encuentra conformada por la remuneración correspondiente a su 

nueva categoría dejadas de percibir desde el 01 de enero de 2009 hasta el 31 

de diciembre de 2010, cuya diferencia remunerativa se puede apreciar a través 

de las boletas de pago de fojas 58, correspondientes a los meses de enero y 

febrero 2011, y las boletas de pago de fojas 59 correspondientes a los meses 

de noviembre y diciembre 2010, en un promedio de S/. 589.00 nuevos soles 

mensuales, que deben ser multiplicados por  los meses dejados de percibir; por 

lo que prudencialmente en aplicación del acotado artículo 1332° del Código 

Civil se fija en S/. 9,000.00 nuevos soles. 

DECIMO: Que, en lo que respecta al pago de la indemnización por daño moral, 

al ser una vertiente en realidad del daño a la persona, pues, está comprendido 
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dentro del daño psicológico, el artículo 1322° del Código Civil dispone que 

cuando él se hubiera irrogado, también es susceptible de resarcimiento; y que 

en el presente caso, por el tiempo que duró la disposición de su promoción 

basado en observaciones injustificadas de la demandada, acrecentó el 

quebrantamiento de su paz y tranquilidad; por lo que se fija el mismo en la 

suma de S/. 20,000.00 nuevos soles; incluyéndose en este rubro, el alegado 

daño a la persona, como parte del daño psicológico ocasionado, al no existir en 

autos prueba concreta que demuestre daño específico en la persona de la 

actora, como parte de su libertad ontológica, es decir el truncamiento de un 

determinado proyecto de vida que se haya trazado. 

 

III. DECISION:  

Habiéndose valorado los medios probatorios en la forma prevista por el artículo 

197° del Código Procesal Civil, y al amparo de las normas legales glosadas, 

administrando justicia a nombre de la Nación; FALLO: Declarando FUNDADA, 

en parte, la demanda interpuesta por Martha Paulina Infante Beingolea de 

Zárate, mediante su escrito de fojas 60, subsanado a fojas 79, sobre 

Indemnización por responsabilidad contractual, contra la Universidad Nacional 

de San Cristóbal de Huamanga; en consecuencia, ORDENO que la demandada 

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, abone a favor de la 

demandante, por concepto de indemnización por responsabilidad contractual la 

suma total de S/. 34,000.00 nuevos soles, que corresponden a los conceptos 

de: lucro cesante la suma de S/. 9,000.00 nuevos soles; daño emergente la 

suma de S/. 5,000.00 nuevos soles, y daño moral como una vertiente del daño a 

la persona, en la suma de S/. 20,000.00 nuevos soles; más los intereses legales 

que devenguen; e INFUNDADA la demanda en cuanto al daño al proyecto de 

vida. Notifíquese.- 
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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE AYACUCHO 

SALA CIVIL  

EXPEDIENTE : 00287-2012. 

DEMANDANTE : INFANTE BEINGOLA DE ZÁRATE MARTHA PAULINA. 

DEMANDADO : UNIVERSIDAD NACIONAL DE SAN CRISTÓBAL DE 

HUAMANGA. 

MATERIA  : INDEMNIZACIÓN. 

SENTENCIA DE VISTA 

 Resolución Nº 31 

Ayacucho, veintiséis de junio de dos mil quince.- 

VISTOS; En Audiencia Pública, sin informe oral, la 

causa que nos convoca, seguida por la Martha Paulina Infante Beingolea de Zárate 

contra la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga; y, CONSIDERANDO 

lo siguiente: 

I.- PRETENSIÓN DE LA DEMANDA 

Martha Paulina Infante Beingolea de Zárate, mediante escrito del 01 de julio de 20121, 

interpone demanda de Indemnización por responsabilidad contractual contra la 

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, por la suma de S/. 250,000.00 

(daño emergente S/. 10,000.00; lucro cesante S/. 14,124.24; daño moral S/. 

1000,000.00; daño a la persona S/. 100,000.00; daño al Proyecto de Vida S/. 25,875.76), 

más el pago de los intereses devengados desde el 01 de enero de 2009.  

II.- MATERIA DE RECURSO 

Viene en grado de apelación la sentencia contenida en la resolución número 24, del 16 

de setiembre de 20142, mediante la cual se falló declarando Fundada en parte la 

demanda interpuesta por Martha Paulina Infante Beingolea de Zárate, sobre 

Indemnización por Responsabilidad Contractual, contra la Universidad Nacional de San 

Cristóbal de Huamanga; en consecuencia, ordena que la demandada Universidad 

Nacional de San Cristóbal de Huamanga, abone a favor de la demandante, por concepto 

de indemnización por responsabilidad contractual la suma total de S/. 34,000.00 nuevos 

 
1 Obrante a folios 60 – 73, subsanada a folios 79 – 82. 
2 Obrante a folios 214 – 223. 
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soles, que corresponden a los conceptos de: lucro cesante la suma de S/. 9,000.00 

nuevos soles; daño emergente la suma de S/. 5,000.00 nuevos soles; y, daño moral 

como una vertiente del daño a la persona, en la suma de S/. 20,000.00 nuevos soles; más 

los intereses legales que devenguen (apelado por la Universidad Nacional de San 

Cristóbal de Huamanga); e infundada la demanda en cuanto al daño al Proyecto de 

Vida (impugnado por la demandante Martha Paulina Infante Beingolea de Zárate); 

con lo demás que contiene. 

III.-ARGUMENTOS DEL RECURSO 

3.1. La abogada de la demandante Martha Paulina Infante Beingolea, mediante escrito 

que obra folios 227 – 230, sustenta su recurso en el extremo impugnado, básicamente 

en los siguientes fundamentos: 

Que, no se han valorado los medios probatorios de autos, con los cuales se acredita que 

la actora Martha Paulina Infante Beingolea ha sido perjudicada académica y 

remunerativamente con la promoción de Docente Auxiliar a Dedicación Exclusiva a la 

categoría de Profesor Asociado en la Universidad Nacional de San Cristóbal de 

Huamanga, pues el derecho de la prueba es un elemento del debido proceso; más aún si 

en el caso de autos, ha quedado evidenciado el cumplimiento tardío y defectuoso 

imputado a la demandada, porque la solicitud de promoción a la categoría de Asociada 

ha sido resuelto después de tres años de haber sido formulada, ocasionándole daños 

consistentes en el menoscabo y perjuicio de índole no patrimonial al “proyecto de vida” 

y daño a la persona, entre otros fundamentos. 

3.2. El Presidente de Comisión y Orden de la Universidad Nacional de San Cristóbal 

de Huamanga, mediante escrito que obra a folios 238 – 241, sustenta su recurso en los 

extremos impugnados, básicamente en los siguientes fundamentos: 

Que, el Estado reconoce la autonomía universitaria en su régimen normativo, de 

gobierno, académico, administrativo y económico. Asimismo, señala que no se tuvo en 

cuenta los argumentos de la contestación de la demanda, teniendo en cuenta que el caso 

de autos no deviene en una responsabilidad contractual, sino extracontractual, a razón 

de que el daño es consecuencia del incumplimiento de una obligación voluntaria, toda 

vez que en el caso de autos no puede encuadrarse genéricamente la pretensión de 

indemnización por responsabilidad contractual, ya que de por medio no existe un 

contrato válido, en la cual la entidad demandada incumpla una de las cláusulas; y, si 
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bien es cierto que es un derecho de los docentes, la promoción y ratificación; sin 

embargo cabe precisar que éstos surgen por el mismo efecto de ser docentes, mas no por 

un contrato, entre otros fundamentos. 

IV. CONSIDERANDO  

4.1. Que, en todo análisis de la Responsabilidad Civil debemos tener en consideración 

la verificación de sus elementos constitutivos: la antijuricidad, el daño, la relación 

causal y los factores atributivos de responsabilidad. En lo que respecta a la 

antijuridicidad, conformada por el conjunto de conductas contrarias a los elementos 

extrínsecos e intrínsecos del ordenamiento jurídico, entre los cuales tenemos: el 

hecho ilícito, el hecho abusivo y el hecho excesivo y a los hechos no antijurídicos 

que según una perspectiva contemporánea generan también supuestos de 

Responsabilidad Civil, como es, El hecho nocivo. El segundo elemento es el daño, 

entendido como todo detrimento o menoscabo a un interés jurídicamente tutelado. 

La relación causal nos permitirá determinar entre una gama de hechos vinculados a 

la verificación del daño cuál es el "hecho determinante del daño" (determinándose al 

causante o responsable material), este elemento va a permitir determinar, cuáles 

serán los daños susceptibles de ser indemnizados. Finalmente el cuarto elemento de 

la Responsabilidad Civil, es el factor atributivo de Responsabilidad, entendido 

como el justificativo teórico del traspaso del peso económico del daño de la víctima 

al sujeto responsable. 

4.2. De la causa que nos convoca, se advierte que la demandante Martha Paulina Infante 

Beingolea de Zárate interpone demanda de Indemnización por responsabilidad 

contractual contra la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, por la 

suma de S/. 250,000.00 (daño emergente S/. 10,000.00; lucro cesante S/. 14,124.24; 

daño moral S/. 1000,000.00; daño a la persona S/. 100,000.00; daño al Proyecto de 

Vida S/. 25,875.76), más el pago de los intereses devengados desde el 01 de enero 

de 2009. Para tal efecto, señala que habiendo cumplido con los requisitos que exige 

el artículo 362º del Reglamento General de la UNSCH, solicitó la promoción a la 

categoría de profesor asociado con fecha 23 de octubre de 2006; sin embargo, en el 

decurso del respectivo procedimiento, la solicitud presentada a sido objeto de 

diversas observaciones dilatorias, hasta que con fecha 17 de diciembre de 2008 se 

emitió la Resolución de Consejo Universitario Nº 964-2008-UNSCH-CU, 
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promoviendo a once (11) docentes de distintas facultades, sin considerar a la 

recurrente pese a que la misma resolución señaló que la Facultad de Obstetricia 

habría cumplido con el proceso de evaluación de los expedientes de promoción. 

Ante tal irregularidad, presentó recurso de Revisión ante la Asamblea Nacional de 

Rectores; quien mediante Resolución Nº 281-2009-CODACUN, del 18 de 

diciembre de 2009, declara fundado el recurso de revisión, disponiendo que la 

UNSCH proceda a pronunciarse en forma expresa sobre la solicitud de promoción 

de la recurrente. Es así que mediante Resolución del Consejo Universitario Nº 403-

2010-UNSCH-CU, del 13 de mayo de 2010, se resolvió promoverla a la categoría 

de Profesora Asociada a dedicación exclusiva en lo académico y económico a partir 

del 28 de abril de 2010; y, al no encontrarse conforme con la misma, presentó 

recurso de Revisión que fue resuelta mediante Resolución Nº 204-2010-

CODACUN, del 16 de diciembre de 2010, disponiendo que la citada casa superior 

de estudios, compute para efectos de antigüedad en la docencia, el asenso dispuesto 

a partir del 01 de enero de 2009; sin embargo, la UNSCH no emitió resolución 

alguna acatando lo dispuesto por la Asamblea Nacional de Rectores.  

4.3. Delimitando el petitorio, cabe precisar que la demandante pretende el pago de los 

conceptos detallados en el considerando precedente, a partir del 01 de enero de 

20093. En tal sentido, cabe señalar que en nuestro sistema de responsabilidad civil, 

rige la regla según la cual el daño, definido como el menoscabo que sufre una 

persona dentro de su esfera jurídica patrimonial o extrapatrimonial, debe ser 

reparado o indemnizado teniendo como referentes los daños patrimoniales (daño 

emergente y el lucro cesante), y como daños extrapatrimoniales (daño moral y el 

daño a la persona). Como enseña Máximo Bianca, el daño emergente es el 

menoscabo patrimonial experimentado por la víctima como consecuencia del evento 

dañoso; el lucro cesante constituye la ganancia patrimonial neta dejada de percibir 

por la víctima a causa del evento dañoso. En cuanto a la cuestión atinente al daño 

moral, pertenece más al campo de la afectividad que al campo económico y produce 

una pérdida económica y afectación espiritual, que no debe confundirse con el 

carácter patrimonial de la obligación, en este sentido el tratadista nacional Carlos 

Fernández Sessarego en su libro “El Daño al Proyecto de Vida”, ha señalado que el 

daño moral implica una afectación específica que compromete básicamente la esfera 

 
3 Véase petitorio de la demanda que obra folios 60 – 73.  
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afectiva o sentimental de la persona, ocasionándole una perturbación, un dolor, un 

sufrimiento que carece de un sustento patológico. 

4.4. Siendo así, cabe precisar que corresponde la carga de la prueba, a quien afirma los 

hechos o los contradice, conforme lo dispone el artículo 196º del Código Procesal 

Civil, caso contrario serán declaradas infundadas conforme a lo prescrito por el 

artículo 200º del cuerpo legal acotado. En tal sentido, respecto al daño emergente, si 

bien la actora señala que ha sido afectada en su patrimonio como consecuencia del 

ejercicio abusivo del derecho por parte de la entidad demandada al efectuarse 

obrservaciones reiteradas sin justificación alguna y postergando la promoción de sus 

derechos, motivando que recurra al Colegio de Abogados, Fiscalía de Prevención 

del Delito, Asamblea Nacional de Rectores, etc; sin embargo, de autos no obra 

instrumental alguno que acredite los gastos irrogados (menoscabo patrimonial); por 

lo que teniendo en cuenta que no es suficiente la mera alegación y/o afirmación de 

tal daño, debe declararse infundada la demanda en dicho extremo. Ahora bien, 

respecto al lucro cesante, cabe señalar que éste colegiado considera que el monto 

otorgado por el A Quo resulta proporcional a lo dispuesto por la Resolución Nº 204-

2010-CODACUN, del 16 de diciembre de 2010 (folios 54 y siguiente), en cuyo 

artículo primero dispone que la Universidad Nacional de San Cristóbal de 

Huamanga, compute para efectos de antigüedad en la docencia a la actora, a partir 

del 01 de enero de 2009. Respecto al daño moral, cabe señalar que atendiendo a la 

fecha a partir del cual se le reconoció el derecho de ascenso a la categoría de 

profesora asociada (01 de enero de 2009) de la Facultad de Obstetricia de la 

UNSCH, resulta lógico que la demora en la emisión de la resolución respectiva 

acatando lo dispuesto por la Asamblea Nacional de Rectores mediante Resolución 

Nº 204-2010-CODACUN, del 16 de diciembre de 2010, generó en la demandante la 

incertidumbre de ver materializado su derecho, el mismo que abarcó su vida 

personal y familiar; por lo que en virtud del principio de proporcionalidad, debe ser 

graduada en la suma de S/. 10,000.00, teniendo en cuenta que el decurso del tiempo 

anterior al 01 de enero de 2009, obedeció al trámite de la solicitud presentada a nivel 

de los órganos competentes de la UNSCH, cuya demora en perjuicio de la actora 

debió ser individualizada funcionalmente. Finalmente, respecto al daño a la 

persona, cabe señalar que ésta se encuentra contemplada dentro de la noción del 

daño moral, mientras que el daño al proyecto de vida, cabe señalar que si bien la 
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actora refiere que frustración y/o truncamiento de un diseño de un proyecto de vida 

a nivel universitario; sin embargo, de autos no obra instrumental alguno que la 

acredite como tal, esto es, que determine la frustración de ocupar cargos 

universitarios y/o metas no alcanzadas después de la condición de profesora 

asociada; por lo que éste no corresponde ser amparada, más aún si se tiene en cuenta 

que la Resolución Nº 204-2010-CODACUN, del 16 de diciembre de 2010, reconoce 

los derechos de la actora con efecto retroactivo para efectos de antigüedad, esto es, 

al 01 de enero de 2009. 

4.5. Finalmente, respecto a los fundamentos de apelación del Presidente de Comisión y 

Orden de la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, cabe señalar que  

habiéndose delimitado el petitorio, esto es, la indemnización a partir del 01 de enero 

de 2009, resulta evidente la existencia de responsabilidad por parte de la UNSCH, 

respecto al incumplimiento de ejecutar lo dispuesto por la Resolución Nº 204-2010-

CODACUN, del 16 de diciembre de 2010; responsabilidad que debe ser entendida 

de naturaleza contractual en tanto la misma no sólo se limita al incumplimiento de 

los términos de un “contrato” propiamente dicho, sino también, al incumplimiento 

de una obligación que puede tener como origen, por ejemplo, lo dispuesto por  la 

Resolución Nº 204-2010-CODACUN, del 16 de diciembre de 2010.    

V. DECISION: 

Por las consideraciones expuestas; CONFIRMARON la sentencia apelada contenida 

en la resolución número 24, del 16 de setiembre de 2014, en el extremo que falló 

declarando FUNDADA en parte la demanda interpuesta por Martha Paulina Infante 

Beingolea de Zárate, sobre Indemnización por Responsabilidad Contractual, contra la 

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga; en consecuencia, ordena que la 

demandada Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, abone a favor de la 

demandante, por concepto de lucro cesante la suma de S/. 9,000.00 nuevos soles; e 

INFUNDADA la demanda en cuanto al daño al Proyecto de Vida. REVOCARON la 

sentencia apelada en el extremo que dispuso el pago de daño emergente en la suma de 

S/. 5,000.00 nuevos soles; y, daño moral como una vertiente del daño a la persona, en la 

suma de S/. 20,000.00 nuevos soles; más los intereses legales que devenguen. Así, 

REFORMÁNDOLA, DISPUSIERON que la demandada Universidad Nacional de San 

Cristóbal de Huamanga pague a favor de la demandante Martha Paulina Infante 
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Beingolea de Zárate, la suma de S/. 10,000.00 nuevos soles por concepto de daño 

moral más los intereses que devenguen; e, INFUNDADA en lo que concierne al daño 

emergente. Sin costas ni costos. Con conocimiento de las partes. Y los devolvieron.- 

S.S.- 

PRADO PRADO.- 

 

 

PÉREZ GARCÍA-BLÁSQUEZ.- 

 

 

PALOMINO PÉREZ.- 












